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CARMEN GÓMEZ. Registradora de la Propiedad

CASOS PRÁCTICOS
PRÁCTICOS

AMPLIACIÓN DE EMBARGO

Vuelto a plantear el tema de si cabe despachar un mandamiento por el que se solicita la ampliación
de un embargo ya anotado, se resumió el tema más o menos así;

Se distingue entre:
a) Los mandamientos emanados de autoridad administrativa en procedimientos al amparo del

Reglamento General de Recaudación o del Reglamento de Recaudación de la Seguridad Social no
puedan provocar una ampliación sino que hay que tomar anotación preventiva nueva, aunque se trate
del mismo expediente, y ello porque los textos legales que regulan dichos procedimientos no lo prevén.
(RD 29-julio-2005 y RD 11-julio-2005, respectivamente).

b) Los mandamientos emanados por la autoridad judicial, en procedimiento al amparo de la Ley
de Enjuiciamiento Civil o en el procedimiento laboral si pueden ordenar y si deben provocar la
ampliación de las anotaciones ya practicadas, siempre que se refieran a la misma obligación y el
aumento esté producido por nuevos intereses en la ejecución y costas, y esta ampliación que parece
conveniente reflejarla, por nota marginal debe despacharse aunque la finca haya pasado a terceros
poseedores o existan cargas intermedias, con la única excepción del párrafo 3º del art. 613 LEC. Todo
ello resulta de los art. 578 y 613.4º de la LEC y varias RRDGRyN como 12-II, 26-IV, 30-IX y 1-X-
2005.

No obstante lo dicho, se comentó que la Audiencia Provincial de Córdoba en sentencia de 5 de
febrero de 2004, entendió que adquirido el bien después de la anotación preventiva de embargo pero
antes de la ampliación, la cantidad que consta en la anotación preventiva inicial sí actúa como límite
de responsabilidad, como la excepción del "art 613.3º LEC, respecto del tercero poseedor del bien que
lo hubiera adquirido en otra ejecución, a lo que evidentemente debe añadirse, a tenor de lo preceptuado
en el art 662.3º del mismo cuerpo legal, para cualquier poseedor del bien, adquirido antes de la
adjudicación y después de la anotación de embargo"

A pesar de la sentencia comentada, se recordó del caracter vinculante de las RRDGRyN, que
además, son posteriores a dicha sentencia.

CASOS CORTOS

-Se planteó y se asintió que para los defectos de cabida debían exigirse los mismos requisitos que
para los excesos, y así lo ha declarado la DGR y N.

-En una segregación, la licencia que la permite debe identificar la finca matriz para poder comprobar
que se refiere a la misma finca.
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SUSANA JUSTE, ANA Mª SABATER, FRANCISCO MOLINA Y PEDRO
FANDOS (Registradores de la Propiedad)

RESOLUCIONES
RESOLUCIONES

Dirección General de los Registros y del Notariado

R. 17 DE ENERO DE 2006
(BOE 21-02-06)

 
PROPIEDAD HORIZONTAL.

DESVINCULACIÓN DE ANEJO

Se presenta en el Registro escritura de
segregación y compraventa, en la que se
pretende segregar el ANEJO, descrito éste
como vivienda, y luego como trastero en
una posterior escritura de subsanación.

 Dicha segregación es otorgada por los
dueños del elemento privativo sin consen-
timiento de la Junta, pues los Estatutos de la
Comunidad autorizan para segregar y no
supone modificación del título constituti-
vo, según reconoce el interesado al interpo-
ner recurso contra la calificación del Regis-
trador. A su vez, parte del precio de la
compra se retiene para subrogarse en el
préstamo que grava la finca, pendiente de
distribuir la responsabilidad hipotecaria.

 
 El Registrador suspende la inscripción

por tratarse de desvinculación de anejos y
es necesario la aprobación de Junta de
Propietarios por unanimidad, la fijación de
cuotas y, por otra parte, la distribución de la
responsabilidad hipotecaria entre los dos
elementos precisa de consentimiento de la
Entidad Bancaria.

 

DGRN mantiene la calificación del
Registrador. La norma estatutaria no
ampara la operación realizada.La facul-
tad para segregar no autoriza a la desvin-
culación de anejos, siendo necesario mo-
dificación o complemento de los Estatu-
tos.

Ana Mª Sabater

R. 18 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

ACEPTACIÓN DE
HERENCIA E HIPOTECA 

Se suspende la inscripción de una es-
critura de aceptación de herencia  y de
constitución de préstamo con hipoteca
unilateral por los siguientes defectos:

1.- Uno de los comparecientes que
actúa como apoderado, lo hace en virtud
de poder autorizado en documento pú-
blico electrónico, que el Notario
autorizante del documento calificado
traslada a papel, porque el artículo 111
de la ley 24/2001 remite a una regulación
futura para la forma de  utilización de los
documentos notariales electrónicos.

2.- El Notario destinatario de la copia
electrónica, autorizante de la escritura
calificada, no hace manifestación alguna
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acerca de la autenticidad y vigencia del
certificado de firma electrónica del Nota-
rio emisor del documento electrónico, del
que depende  la autenticidad del documen-
to electrónico autorizado.

3.- No es posible determinar si el certi-
ficado de firma empleado por el Notario
emisor es o no el adecuado para la finali-
dad de la copia autorizada electrónica re-
mitida, pues los documentos notariales
electrónicos sólo son válidos si son firma-
dos con un certificado de firma con el
contenido y requisitos determinados por
los artículos 108 y 109 de la Ley 24/2001
y el apartado 1º de la Instrucción de la
DGRN de 18-III-2003.

4.- No consta que el Notario autorizante
haya comprobado la permanencia en el
cargo del Notario emisor al tiempo de la
remisión de la copia electrónica.

La DGRN revoca la nota, en cuanto a los
defectos señalados, dando la razón al re-
currente, en el sentido de que no estamos
ante la formalización a distancia de un
negocio jurídico, sino ante la
formalización de un negocio jurídico en-
tre presentes, con la particularidad de que
uno de los comparecientes actúa con un
poder otorgado electrónicamente aprecia-
do como suficiente por el Notario
Autorizante, sin que la ausencia de desa-
rrollo reglamentario pueda ser un criterio
legal suficiente para rechazar la utiliza-
ción de estos documentos electrónicos,
dado el desarrollo reglamentario, se refie-
re a aspectos técnicos, pues la utilización
de los mismos sí tiene una regulación le-
gal, además en cuanto a los restantes de-
fectos, también son revocados, pues la
comprobación  sobre la autenticidad, vi-
gencia, contenido y  del certificado de la
firma del Notario emisor y su permanencia

en el cargo, son atribuciones  que compe-
ten al Notario autorizante y no pueden ser
calificadas por el Registrador, si se realiza
el juicio de suficiencia de acuerdo con los
requisitos del artículo 98 de la Ley 24/
2001.

(Pedro Fandos)

R. 20 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

 
INMATRICULACIÓN: DE

FINCA ÚNICA AUNQUE SU
SUPERFICIE ESTÉ

SEPARADA POR CAMINO DE
TITULARIDAD PÚBLICA

 
Se presenta escritura de adjudicación

parcial de Herencia compareciendo los
dos únicos hijos y representando a su ma-
dre por poder que a juicio de Notario es
suficiente para partir, aceptar herencias,
liquidar sociedades de gananciales y acep-
tar adjudicaciones de bienes con los pac-
tos y cláusulas que resultan de la misma.

 
Una de las fincas que se adjudica a un

heredero es finca rústica. Se describe la
finca, su superficie, linderos, y que está
atravesada de Norte a Sur por el arroyo y
camino indivisible. Está formada por tres
parcelas catastrales. Se unen a la escritura
las certificaciones catastrales, descripti-
vas y gráficas. Se acompaña Acta de Noto-
riedad complementaria de título público
de adquisición y se solicita la
Inmatriculación.

El Registrador suspende la inscripción
por los siguientes defectos:
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1º.- Se pretende la inmatriculación de
unas fincas acreditándose con dos certifi-
caciones catastrales distintas, de las cua-
les se observa que dichas fincas se encuen-
tran separadas por un camino, de titulari-
dad, según certificación catastral, del
Ayuntamiento, de modo que pueden ser
consideradas como unidad orgánica.

 
2º.- Las facultades de los herederos re-

presentando a su madre, en la forma que
aparecen relacionadas por el notario
autorizante del título calificado no alcan-
zan para la realización de todos los actos
representativos realizados por él mismo.

 
 DGRN ( además de poner de manifiesto

la falta de motivación de la calificación,
entre otras cosas ) resuelve el caso plan-
teado, revocando la calificación del regis-
trador por los siguientes fundamentos:

 
 1º.-Respecto del primer defecto, es de-

cir , si es posible inmatricular una finca
como única aunque su superficie está se-
parada en dos porciones por un camino de
titularidad pública: El Centro Directivo
sostiene que finca es  una porción de terre-
no independiente delimitada por una línea
poligonal cerrada.

En el presente caso, la línea poligonal
no cierra íntegramente la finca porque la
divide en dos porciones un camino públi-
co, lo cual no es obstáculo para su conside-
ración como finca única. De la propia des-
cripción de la finca, del Acta de Notorie-
dad para la inmatriculación y de la volun-
tad de los interesados resulta que la finca
es tenida como finca única.

 
2º.- Respecto del 2º defecto contempla-

do: suficiencia de las facultades represen-
tativas: el Centro Directivo reitera la doc-

trina mantenida en torno a la calificación
de los poderes.

 
(Ana Mª Sabater)

R. 21 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

SENTENCIA FIRME

 Se presenta testimonio de Sentencia
dictada en procedimiento de separación
matrimonial, junto con el convenio regu-
lador del que resulta la liquidación del
único bien inscrito a favor de ambos ex-
cónyuges por mitad y proindiviso y por
haberlo adquirido estando casados en ré-
gimen de separación de bienes, atribuyen-
do el pleno dominio a uno de los cónyuges.

El Registrador deniega la inscripción
por no existir ninguna masa de bienes
gananciales. Lo que se pretende es una
disolución de una comunidad romana, cu-
yas cuotas son del 50% para cada uno, por
lo que será necesario el otorgamiento de
escritura pública.

 
DGRN no mantiene la calificación del

Registrador.
 
 Es doctrina reiterada del Centro Direc-

tivo la inscribibilidad en el Registro de las
sentencias por las que se aprueban los
convenios reguladores en los procedimien-
tos de separación y divorcio sin necesidad
de otorgar escritura pública.La regulación
del convenio de separación y divorcio no
limita su contenido a la liquidación del
régimen de gananciales sino que se refiere
sin más a la liquidación del régimen eco-
nómico matrimonial.
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 En el presente supuesto la adjudica-
ción del pleno dominio a uno de los cónyu-
ges es una operación liquidacional que
altera la titularidad y que debe tener su
reflejo en los libros registrales.

(Ana Mª Sabater)

R. 21 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

RM. SA. AUMENTO DE
CAPITAL. DELEGACIÓN EN
LOS ADMINISTRADORES.

PLAZOS

La Junta General de una S.A. acuerda,
en la misma sesión (septiembre de 2.000),
dos aumentos de capital, por el mismo
importe, facultando a los administradores,
respecto del segundo de ellos, para que
señalen la fecha de ejecución y condicio-
nes, dentro del máximo de un año, así
como para «la adjudicación de las accio-
nes suscritas a los accionistas y para que si
no resultare suscrito en su totalidad el
aumento de capital acordado dentro del
plazo previsto, se establezca dicho au-
mento de capital, en la cuantía cubierta».
Nueve meses más tarde (junio de 2.001), se
acuerda por la Junta General, tomando
como base el primero de los acuerdos de
aumento de capital, la ampliación y
redenominación del capital social, aumen-
tando el valor nominal de las acciones,
como efectivamente se lleva a término,
mediante la correspondiente escritura (di-
ciembre de 2.001). Casi tres años más tarde
(abril de 2.004), se eleva a público el acuer-
do original, relativo al segundo aumento
de capital (el de septiembre de 2.000),
junto con un acuerdo del Consejo de Ad-

ministración de febrero de 2.004 en que se
hace constar que el propio Consejo ya
había señalado la fecha para llevar a cabo
el aumento acordado, en reunión de febre-
ro de 2.001. Presentada esta escritura de
elevación a público, el Registrador sus-
pende la inscripción por no resultar acre-
ditado que el Consejo haya efectivamente
adoptado el acuerdo señalando fecha, y las
demás condiciones de ejecución del au-
mento de capital, pudiéndose referir la
mención al acuerdo de febrero de 2.001 al
otro aumento de capital, ya inscrito, y acor-
dado por la Junta en igual fecha. Además,
el acuerdo de redenominación en euros del
capital no tiene en cuenta el importe de la
segunda ampliación, como debería haber
hecho, si el aumento ya se hubiera ejecuta-
do. Se añade que el plazo de un año para
ejecutar el acuerdo habría sido amplia-
mente rebasado. Y como final, no se acre-
dita la comunicación a los accionistas de
su derecho de suscripción preferente, en
los términos en que se aprobó en su día por
la Junta.

La DG, en primer lugar, no tiene en
cuenta la fotocopia del acta de sesión del
Consejo de Administración de febrero de
2.001, aportada en fase de recurso. En
cuanto al plazo para llevar a cabo el au-
mento acordado por la Junta, recuerda que
en todo aumento por emisión de nuevas
acciones, debe constar, como circunstan-
cia imprescindible, el plazo para su sus-
cripción, sea por acuerdo de la Junta, sea
por delegación en los Administradores para
que lo fijen, dentro del máximo de un año,
y, si el aumento no se ha suscrito, ni siquie-
ra parcialmente, y ha transcurrido el plazo,
sea el de suscripción, sea el de vigencia de
la delegación, el aumento acordado
deviene ineficaz.
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En este caso, aunque se pudiera admitir
que el cumplimiento del plazo se pudiera
acreditar por una manifestación genérica
en la escritura de elevación a público, y no
por la formalización del ejercicio de la
delegación en un documento público, se-
guiría sin cumplir los requisitos legales,
por cuanto no se lleva a cabo el aumento
por el importe acordado por la Junta, y no
se pudo determinar entonces su importe y
valor nominal de las acciones, ya que éstos
vienen determinados en función del au-
mento ejecutado con motivo de la
redenominación en euros del capital so-
cial, siendo el correspondiente acuerdo de
la Junta, y por tanto, el del Consejo, y su
elevación a público, posteriores al acuer-
do del Consejo de llevar a efecto la segun-
da de las ampliaciones acordadas en sep-
tiembre de 2.000.

(Francisco Molina)

R. 23 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

DECLARACIÓN DE OBRA
NUEVA

Se suspende la inscripción de una escri-
tura de declaración de obra nueva, porque
falta la certificación del Secretario del
Ayuntamiento a que se refiere el artículo
52 del RD 1093/97, en cuanto a la termina-
ción de la obra y su descripción coinciden-
te con la del título suspendiéndose la rec-
tificación de un lindero y la constancia de
la Referencia Catastral, porque de la docu-
mentación adoptada se desprende que la
finca registral está formada por dos parce-
las catastrales, sin que pueda acreditarse la
identidad de la finca registral con la de las

dos fincas catastrales de extensión muy
superior a la primera. El primero de los
defectos se revoca por la DG, pues se
acredita la terminación de la obra con el
certificado municipal de antigüedad, y su
descripción conforme al título por la certi-
ficación catastral. El segundo de los defec-
tos es confirmado, pues al no realizarse la
adaptación entre la cabida catastral y la
registral con el consiguiente exceso de
cabida, no se puede apreciar si  la obra
nueva se ha asentado sobre la parte regis-
trada o sobre la no registrada, con las
consiguientes dudas del Registrador sobre
la identidad de la finca.

(Pedro Fandos)

R. 23 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

 
SOCIEDAD ANÓNIMA:

MODIFICACIÓN DE
ESTATUTOS

Se presenta escritura de elevación a pú-
blico de acuerdos sociales en los que se
modifica un artículo de sus estatutos
dándosele la siguiente redacción: «las jun-
tas generales ordinarias y extraordinarias
se considerarán válidamente constituidas,
sean cual fuere el número de accionistas
concurrentes, cuando el capital propio y
ajeno representado por los mismos ascien-
da, por lo menos al 75 % del capital social
en primera convocatoria y al 60 % en
segunda»

El Registrador suspende la inscripción
porque dichas mayorías vulneran lo dis-
puesto en los artículos 131 y 134 de la Ley
de Sociedades Anónimas, que deben de-
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jarse a salvo de la modificación. Estos
artículos regulan el cese de los administra-
dores.

La DGRN confirma la nota: En una so-
ciedad eminentemente capitalista como la
anónima prevalece el principio de que los
administradores pueden ser revocados en
cualquier momento por la junta general, y
con la nueva redacción dada se contradice
este principio. Al fijar quórum o mayorías
superiores a las establecidas en los artícu-
los 93 y 102 de la ley, se dificulta el acuer-
do de separación.

(Susana Juste)

R. 24 DE ENERO DE 2006
(BOE 08-03-06)

 
R.M ADMINISTRADOR CESE

Y NOMBRAMIENTO
 
Se celebra junta General de socios, el

dia 1/3/2005, de una Sociedad Limitada.
Fué convocada por  Auto del Juez de 1ª
Instancia en cuyo orden del día figura el
cese del Administrador único así como el
nombramiento del nuevo Administrador.
Dicha convocatoria fué publicada en el
BORME y en el diario de Canarias.

 
 Se elevan a público los acuerdos adop-

tados mediante escritura en la que se in-
corpora la Certificación del Administra-
dor de fecha 26/3/2005, en la que se expre-
sa la asistencia de un socio, la adopción del
acuerdo por unanimidad, en Junta General
extraordinaria y universal válidamente ce-
lebrada. ( El socio asistente tiene el 92,86
% del capital social ).

 

 Presentada copia de la escritura, el Re-
gistrador deniega la inscripción por el si-
guiente defecto: La Junta General no se ha
convocado en forma prevista en los Esta-
tutos, pues su artículo 20 exige que toda
Junta General deberá ser convocada por
carta certificada con acuse de recibo, la
cual deberá prevalecer y resultar de nece-
saria observancia.

 
 Se interpone recurso gubernativo por

la Administradora única de la S.L..
 La DGRN mantiene la calificación del

Registrador. Recuerda el Centro Directivo
que el origen judicial de la convocatoria
no exime las exigencias estatutarias en
cuanto a la forma en que ha de realizarse la
convocatoria. En el supuesto planteado no
consta que se haya efectuado notificación
alguna al socio no asistente sin que la
publicación en el BORME y en el Diario de
la Provincia pueda suplir la exigencia
estatutaria de convocatoria para garanti-
zar el derecho de información que a todo
socio le corresponde.

(Ana Mª Sabater)

R. 24 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

 
INMATRICULACIÓN

 Negativa del Registrador de la Propie-
dad a la inmatriculación de finca ( señala-
da en el inventario de la Partición de He-
rencia), porque existe duda razonable de
que la casa cuya inmatriculación se pre-
tende coincide con otra ya inscrita.

 
 Interpuesto Recurso gubernativo por

los interesados, la DGRN reitera la Doctri-
na que viene estableciendo. El supuesto
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planteado es una situación de hecho que
no puede resolverse por el cauce del recur-
so gubernativo, sino que debe ser plantea-
da al Juez de 1ª Instancia del partido con-
forme a lo dispuesto por el artículo 300 y
306 del Reglamento Hipotecario.

(Ana Mª Sabater)

R.25 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

ESCRITURA DE
SEGREGACIÓN

Se trata de una escritura de segregación
para la que se solicitó licencia o declara-
ción municipal de innecesariedad y que
fue resuelta negativamente por el Ayunta-
miento.

Se presenta posteriormente una nueva
solicitud de declaración de innecesariedad
por ser la finca segregada, catastralmente
independiente. El Ayuntamiento resolvió
de nuevo negativamente,  pero lo notificó
al interesado fuera de plazo.

Presentada en el Registro la escritura de
segregación, y justificándola el interesado
de acuerdo con el silencio administrativo,
el Registrador suspende por falta de licen-
cia.

La DGRN confirma la nota: habiéndose
resuelto en sentido negativo la concesión
de licencia no cabe alegar silencio admi-
nistrativo en una ulterior solicitud de ella.

(Susana Juste)

R.26 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

PRÓRROGA DE ANOTACIÓN
PREVENTIVA DE EMBARGO.

Se presenta mandamiento de prórroga
de una anotación preventiva de embargo.

El Registrador lo deniega porque dicha
anotación preventiva está ya caducada
conforme al artículo 86 de la Ley Hipote-
caria.

La DGRN confirma la nota: caducado el
asiento, no puede practicarse su prórroga.

(Susana Juste)

R. 27 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

OBRA NUEVA. DIVISIÓN
HORIZONTAL TUMBADA.
ARQUITECTO. LICENCIA

Los propietarios de un terreno
declaran la obra nueva de dos viviendas
unifamiliares y una caseta, construidas en
1.993, y proceden a su división, como tres
elementos independientes, incluyendo
como anejos dos espacios sin edificar de
más de 3.000 m² cada uno, pactando que
«las  viviendas unifamiliares se regirán
por la normas de la comunidad de bienes,
la Ley de Propiedad Horizontal, y ciertos
convenios particulares que se transciben.
El Registrador pide que se acrediten las
facultades del arquitecto que en el otorga-
miento certifica la fecha de finalización de
la obra, que se aporte licencia de parcela-
ción urbanística o declaración de
innecesariedad,



10 / LUNES CUATRO TREINTA / Nº 415

 La DG confirma la necesidad de acredi-
tar que, quien certifica la fecha de conclu-
sión de las obras, sea uno de los que prevé
el art. 50 del RD 1.093/97; e igualmente, si
bien el Notario argumenta que la propie-
dad horizontal tumbada no implica parce-
lación, entiende que sí es necesaria la li-
cencia. Y ello porque, aunque en principio
la división horizontal no supone parcela-
ción, su versión «tumbada», en tanto
puede implicar la creación de un complejo
inmobiliario, conforme al art. 24 LPH. al
efecto distingue entre el caso en que, dife-
renciándose elementos privativos, se man-
tiene, sin embargo la unidad jurídica y
funcional de la finca total sobre la que se
asienta, y otros supuestos en que parcelas
o edificaciones jurídica y físicamente in-
dependientes participan en unos elemen-
tos comunes. En la medida en que se creen
espacios de suelo objeto de propiedad se-
parada, a los que se vincula ob rem la
titularidad de otras porciones de terreno,
es evidente que se está produciendo una
parcelación. Si además, como es el caso, se
atribuye carácter de elemento privativo,
de hecho, no sólo a las construcciones,
sino también a la totalidad de la superficie
del terreno, aunque se fijen cuotas de par-
ticipación, sobre unos elementos comunes
«que no se sabe sobre qué objeto recaen»
(sic) lo que se está realizando es una ver-
dadera parcelación urbanística.

(Francisco Molina)
 

R.28 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

COMPRAVENTA.
ELEVACIÓN A PÚBLICO DE

DOCUMENTO PRIVADO.
DERECHO BRITÁNICO

  Se presenta a Registro una escritura de
elevación a público de un documento pri-
vado, suscrito en Inglaterra, por el que los
titulares registrales, dos ciudadanos ingle-
ses, casados, y titulares por mitades indivi-
sas, venden a otro matrimonio británico.
La vendedora, manifiesta en la elevación a
público que es titular de la totalidad de la
finca, y no sólo de una  mitad indivisa, «por
declaración estatutaria del otro cónyuge»,
uniendo certificado expedido por un abo-
gado en ejercicio de los Tribunales de
Inglaterra y Gales en el que, bajo juramen-
to, se declara que la declaración del cón-
yuge, conforme a la legislación británica,
es suficiente para que la esposa, ahora
vendedora, transmita la propiedad sita en
España. Se acompaña traducción del do-
cumento privado, y copia de la declara-
ción del marido, que se adjunta a ese certi-
ficado, sólo en versión inglesa. El Regis-
trador exige o consentimiento del marido,
cotitular, o acreditación del título de ad-
quisición de su mitad indivisa por la espo-
sa, por ser aplicable la Ley española, y no
la británica.

 
La DG no toma en consideración la pos-

terior aportación de traducción apostillada
de la «declaración estatutaria» original,
título que por sí podría fundar la adquisi-
ción por la vendedora de la mitad indivisa,
para enlazar así con la titularidad del ma-
rido, a efectos de dar cumplimiento al prin-
cipio de tracto sucesivo. En consecuencia,
aprecia la falta de tracto y confirma la
calificación, con lo que no entra a valorar
el Derecho aplicable, limitándose a remitir
a la doctrina sobre aplicación y prueba del
Derecho extranjero, y requisitos del docu-
mento otorgado en el exterior, para su
inscripción, y la posibilidad de inscrip-
ción de los actos de renuncia.

(Francisco Molina)
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 R. 30 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

HERENCIA. PARTICIÓN

 La titular registral fallece, habiendo
legado a un sobrino su mitad de ganancia-
les en una vivienda, que, efectivamente,
consta inscrita con carácter ganancial. El
legatario promueve proceso para la divi-
sión del relicto, designándose un conta-
dor-partidor, y adjudicando la mitad indi-
visa de la vivienda al legatario. Aprobado
el cuaderno, y protocolizado, se presenta a
Registro, donde se suspende la inscrip-
ción, por faltar la previa liquidación de la
sociedad conyugal.

 
- En efecto, mientras no se liquide la

sociedad conyugal no cabe atribuir por
título sucesorio la mitad indivisa de un
bien ganancial, por la inexistencia de cuo-
tas, consustancial a este régimen matrimo-
nial, por más que el matrimonio, y por ello
la sociedad de gananciales, se hayan di-
suelto por el fallecimiento de un cónyuge.

(Francisco Molina)
 

R. 30 DE ENERO DE 2006
(BOE 08-03-06)

 
SENTENCIA: ORDENANDO A
LA OPCIÓN DE COMPRA A

QUIÉN NO ES TITULAR
REGISTRAL

 
En Sentencia dictada en juicio declara-

tivo de menor cuantía se ordena a una
Sociedad Limitada a otorgar escritura de
venta a favor de la Sociedad demandante,
de determinadas fincas registrales confor-

me a un contrato de opción de compra
firmado por ambas sociedades. La Senten-
cia añade que si no se otorga la escritura, la
otorgará el Juez a costa del demandado.

 
 Se presenta Testimonio de dicha Sen-

tencia en el Registro ordenando la práctica
de anotación preventiva de dicha Senten-
cia.

 
 La Registradora deniega la práctica de

anotación preventiva porque el procedi-
miento a que se refiere no ha sido entabla-
do contra el titular registral actual de las
fincas objeto del control de opción de
compra.

 
 Interpuesto Recurso Gubernativo por

la Sociedad demandante alegando que el
derecho de opción de compra inscrito se
ha ejercitado en tiempo y forma, y que los
adquirentes posteriores no son terceros
protegidos.

 
DGRN desestima el recurso por los si-

guientes argumentos:
 El derecho de opción de compra inscri-

to no cierra el Registro. El titular del dere-
cho de opción de compra puede exigir del
concedente o de los posteriores adquirentes
la venta de la cosa afectada. Por consi-
guiente, el optante ha de demandar la en-
trega de los bienes y el otorgamiento de la
escritura al actual titular de aquellos. Y
todo ello de acuerdo con el Principio de
Tracto Sucesivo y la proscripción de la
indefensión consagrada en el artículo 24
de la Constitución Española que impide
que una resolución judicial pueda operar
en el Registro la cancelación de asientos
que afectan a personas que no han sido
demandadas, el titular registral en este
caso.

(Ana Mª Sabater)
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R. 31 DE ENERO DE 2006
(BOE 09-03-06)

 
HERENCIA

 
Se presenta escritura de aceptación de

herencia. En el Inventario figura una finca
cuya descripción no coincide con la que
resulta del Registro al no haberse tenido en
cuenta la segregación derivada de un pro-
yecto de compensación.

 
Ante la negativa del Registrador a la

inscripción se interpone recurso guberna-
tivo alegando el recurrente que la descrip-
ción de la finca es coincidente con la nota
simple emitida por el Registro.

 
 El Registrador señala que en la infor-

mación registral ya advertía el Asiento de
presentación del documento concerniente
al proyecto de reparcelación, y en concre-
to de la porción de terreno de 561 metros
que iba a ser objeto de segregación, por lo
que la finca adquirida por vía hereditaria
no es la misma que ahora adquieren sus
causahabientes. No sólo porque la cabida
y perímetro son distintos, sino por el hecho
de que una porción de ésta ya no pertenece
al causante.

 DGRN mantiene la calificación del
Registrador.

 En el supuesto planteado la única pre-
tensión del recurrente era el acceso al re-
gistro de la finca de su propiedad como si
dicha segregación no hubiera existido, lo
cual no es posible en base al artículo 9 de
la LH, y 51 RH, y al propio Principio de
Tracto Sucesivo.

 En la información registral emitida por
el Registro ya se ponía de manifiesto la
vigencia del asiento de presentación cuyo

objeto es la reparcelación que afectaba a la
finca en cuestión, circunstancia que fué
advertida por el Notario en el apartado
cargas de la escritura, así como la prevista
en el artículo 175 del Reglamento Notarial

(Ana Mª Sabater)

R. 31 DE ENERO DE 2006
(BOE 10-03-06)

DOMINIO ÚTIL.
CANCELACIÓN.

AGRUPACIÓN. TRACTO
SUCESIVO

En 1.994 se inmatriculó una finca, por
primera inscripción de dominio útil. En el
2.000, y conforme a la normativa catalana
aplicable, se redime el censo, y se agrupa
la finca con otras del mismo titular, trans-
mitiendo a continuación el 63% indiviso
de la finca resultante a un tercero. Inscritas
dos hipotecas, se presenta ahora manda-
miento ordenando la cancelación de la
inscripción del dominio útil, según Sen-
tencia del TSJ de 2.000. El Registrador
deniega la cancelación, por estar la finca
agrupada con otras y estar la resultante de
la agrupación inscrita, en parte, a favor de
tercero, que no ha sido parte en el procedi-
miento, no habiéndose dado tampoco au-
diencia a los acreedores hipotecarios.

 La DG entiende evidente que los asien-
tos posteriores, que traen causa de aquél
cuya cancelación se reclama, no se pueden
ver afectados por un procedimiento en el
que sus respectivos titulares no han tenido
intervención, cuando ni tan solo se ha
dado publicidad a la existencia del mismo,
por la correspondiente anotación preven-
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tiva. Consecuentemente, confirma la cali-
ficación negativa.

(Francisco Molina)

R. 10 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 24-03-06)

ADJUDICACIÓN Y
CANCELACIÓN DE CARGAS
POR MANDATO JUDICIAL

Se suspende la inscripción de un testi-
monio de auto de adjudicación y manda-
miento de cancelación de cargas, por los
siguientes defectos:

1.- No existir identidad entre la finca
registral y la finca adjudicada, dada la gran
diferencia superficial existente, defecto
confirmado por la DG por no coincidir la
superficie registral y la del mandamiento.

2.-  Sólo consta inscrita una tercera par-
te de la finca adjudicada a favor del ejecu-
tado, las otras dos están inscritas a nombre
de persona distinta del ejecutado. Confir-
mado por la DG.

3.- No se acredita la existencia de arren-
datarios de la finca o, caso de existir, la
práctica de las notificaciones al mismo.

Posteriormente se emite nueva califica-
ción  en cuanto a la cancelación de las
cargas posteriores, que se deniega por ca-
ducidad de la anotación preventiva del
embargo ejecutado. Defecto confirmado
por la DG, pues la caducidad es radical y
automática, ganando prioridad todas las
cargas posteriores.

(Pedro Fandos)

R. 11 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 24-03-06)

CANCELACIÓN. CADUCIDAD

Cancelada una anotación preventiva de
embargo que estaba prorrogada judicial-
mente antes de la entrada en vigor de la
nueva LEC, en virtud de instancia privada
del titular registral que invocaba la cadu-
cidad de la anotación por haber transcurri-
do los cuatro años de su prórroga de acuer-
do con el nuevo artículo 86 LH en la redac-
ción dada por la LEC. La entidad titular de
la anotación cancelada recurre ante la DG
dicha cancelación por no haber sido noti-
ficado el Juez del procedimiento de la
misma. La DG se declara incompetente
para resolver el recurso, pues éste sólo
puede interponerse ante las calificaciones
negativas del Registrador, en este caso, la
calificación es positiva, por lo que practi-
cado el asiento, está bajo la salvaguarda de
los Tribunales.

(Pedro Fandos)

R. 13 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 24-03-06)

BIENES MUEBLES.
ANOTACIÓN PREVENTIVA

DE EMBARGO

Se recurre la negativa del Registrador
de bienes muebles a practicar una anota-
ción preventiva de embargo sobre deter-
minados vehículos, por no estar suficien-
temente identificados, no existiendo el
número de bastidor en la base de datos de
la Dirección General de Tráfico y por no
coincidir el DNI del titular  consignado en
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el mandamiento con el existente en la base
de datos de aquella Dirección General. La
DGRN confirma la nota.

(Pedro Fandos)

R. 14 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 24-03-06)

TRACTO SUCESIVO

Se otorgó escritura por la que A trans-
mitió a B una finca. Esta escritura no se
inscribió en el Registro, continuando la
finca inscrita a nombre de A. El comprador
incumplió la obligación de pago del precio
por lo que el vendedor formuló demanda
de juicio ordinario sobre resolución del
contrato y solicitó anotación preventiva
de demanda sobre la finca transmitida.

Presentado el mandamiento solicitando
anotación preventiva, el Registrador la
suspende por no figurar la finca inscrita a
nombre del demandado.

La DGRN revoca la nota: pese al princi-
pio de tracto sucesivo, el problema que se
plantea es distinto cuando el titular de la
finca es el propio demandante. Si se pro-
fundiza en el principio de tutela judicial
efectiva, habrá de admitirse tal anotación
cuando, de no hacerse, se produciría un
supuesto de indefensión para el deman-
dante. Ello no es contrario al principio de
tracto sucesivo, pues tal principio exige el
rechazo del documento sólo cuando el
titular de la finca es una tercera persona.

(Susana Juste)

R. 15 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 24-03-06)

HIPOTECA CAMBIARIA:
CANCELACIÓN

Se plantea la negativa del Registrador a
cancelar una hipoteca ordenada por sen-
tencia firme, por no aparecer inscrita la
hipoteca que se pretende cancelar a favor
de la entidad demandada, al tratarse de una
hipoteca en garantía de letras de cambio y
estar constituida a favor de  sus tenedores
presentes y futuros.

La DGRN confirma la nota: carente de
regulación en nuestra Ley Hipotecaria la
denominada hipoteca cambiaria, su can-
celación presenta especialidades con res-
pecto a la cancelación de las hipotecas
ordinarias, por cuanto en éstas el acreedor
está determinado registralmente, mientras
que en las hipotecas cambiarias el acree-
dor queda determinado por el hecho de ser
tenedor legítimo de las cambiales.

Es por ello, que el artículo 211 del Re-
glamento Hipotecario determina que, si la
cancelación se verifica por decisión o por
providencia ejecutoria dictada en proce-
dimiento ordinario o especial, se hará cons-
tar la recogida e inutilización de los títulos
de que se trate por testimonio del Secreta-
rio que intervenga en el procedimiento.

Ninguna de las formas previstas para la
cancelación se da en el presente supuesto.
No se han presentado la totalidad de los
títulos y no existe certeza de que los mis-
mos no hayan sido endosados a ulteriores
tenedores,  a los que perjudicaría la cance-
lación del gravamen hipotecario.

(Susana Juste)
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R. 18-21-21 DE FEBRERO DE
2006

(BOE 23-03-06)

R.16-17 DE FEBRRERO DE
2006

(BOE 24-03-06)

R. 21-23 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 04-04-06)

R. 4 DE MARZO DE 2006
(BOE 08-04-06)

ANOTACIÓN PREVENTIVA
PRORROGADA ANTES DE LA

NUEVA LEY DE
ENJUICIAMIENTO CIVIL

Se trata de una anotación preventiva de
embargo que fue prorrogada con anterio-
ridad a la nueva LEC. Se presenta, ahora,
instancia privada solicitando la cancela-
ción por caducidad, por haber transcurri-
do cuatro años desde que entró en vigor la
nueva LEC sin que haya sido prorrogada.

El Registrador lo suspende por enten-
der que tiene vigencia indefinida confor-
me al anterior artículo 199 del Reglamento
Hipotecario.

La DGRN confirma la nota: frente a una
opinión aislada que se recogió en la reso-
lución de 21 de julio de 2005, y queriendo
zanjar definitivamente la cuestión plan-
teada, resuelve que se mantiene el criterio
de la resolución de 12 de diciembre de
2000 según la cual:

- Los mandamientos de prórroga pre-
sentados antes de entrar en vigor la nueva

LEC (8 enero 2001) están sujetos a  prórro-
ga indefinida y sólo pueden ser cancela-
dos por resolución judicial firme que pon-
ga fin al procedimiento.

 Los mandamientos de prórroga presen-
tados después de entrar en vigor la nueva
LEC, están sujetos al actual artículo 86 de
la Ley Hipotecaria teniendo que ser pro-
rrogados sucesivamente cada cuatro años,
y sin que quepa prórroga indefinida.

(Francisco Molina)

R. 20 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 23-03-06)

ANOTACIÓN DE
PROHIBICIÓN DE DISPONER

EN VIRTUD DE LAUDO
ARBITRAL

Se presenta laudo arbitral protocolizado
por acta, en el que se solicita como medida
cautelar para garantizar el derecho de una
de las partes, que se tome anotación pre-
ventiva de prohibición de disponer sobre
dos fincas.

El Registrador lo suspende porque la
anotación preventiva debe ser ordenada
por mandamiento judicial.

La DGRN confirma la nota, ya que se-
gún el artículo 23 de la Ley de Arbitraje
(23 de diciembre de 2003), reconoce a los
árbitros la potestad de dictar las medidas
cautelares que estimen necesarias respec-
to del objeto del litigio, pero reserva la
ejecución de esas medidas a la autoridad
judicial.

(Susana Juste)
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R. 22 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 23-03-06)

CANCELACIÓN POR ACTA
DE CONCILIACIÓN

Se presenta testimonio del acta de con-
ciliación en la que el acreedor hipotecario
consiente la cancelación de su hipoteca.

El Registrador no practica la inscrip-
ción pues dicha acta «per se» no constitu-
ye documento auténtico del artículo 82.1
de la Ley Hipotecaria.

La DGRN confirma la nota: el convenio
hecho en un acto de conciliación es una
actuación preliminar que debe intentarse
en general para poder entablar el juicio
declarativo, cuyos efectos determina el
artículo 476 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil de 1881 (vigente según la actual
LEC), al prescribir que lo convenido por
las partes en acto de conciliación se lleva-
rá a efecto por el mismo juez ante el que se
celebró, por los trámites para la ejecución
de sentencias, cuando se trate de asuntos
de la competencia del propio juez, y en los
demás casos tendrá el valor de un conve-
nio consignado en documento público so-
lemne; si bien ello no significa que sea
título inscribible ya que cuando el acuerdo
entre los interesados tiene lugar no es más
que un acuerdo entre partes y los conve-
nios conciliatorios no tienen las garantías
de las resoluciones judiciales ni de las
transacciones u otros contratos autoriza-
dos por notario.

(Susana Juste)

R. 22 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 15-03-06)

ANOTACIÓN PREVENTIVA

Mediante escrito presentado en el Re-
gistro, se dice que determinada finca está
atravesada por diversos caminos que cali-
fica como vías pecuarias, en base a la cual
solicita la anotación preventiva de acuer-
do con la Ley 3/1995, hasta que se resuelva
el deslinde.

El Registrador deniega la práctica ale-
gando que, de los antecedentes del Regis-
tro, no resulta que la finca haya estado
sujeta a algún tipo de actuación adminis-
trativa amparada por la Ley 3/1995, de
Vías Pecuarias.

La DGRN confirma la nota: dicha ley las
conceptúa como bienes de dominio públi-
co de las Comunidades Autónomas sien-
do, en consecuencia, inalienables,
imprescriptibles e inembargables. Tam-
bién la ley declara que la resolución
aprobatoria del deslinde será título sufi-
ciente para rectificar situaciones registrales
contradictorias con el deslinde, así como
para que la Comunidad Autónoma proce-
da a la inmatriculación.

En resumen, nos encontramos ante un
procedimiento claramente administrativo
susceptible de culminar en un acto admi-
nistrativo, el cual sí puede causar
registralmente los asientos a que antes se
ha hecho mención.

(Susana Juste)

R. 23 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 06-04-06)

SEGREGACIÓN. LICENCIA
POR SILENCIO ADMINIS-

TRATIVO
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Se presenta en el Registro de la Propie-
dad descritura de extinción de comunidad
y segregación autorizada el día 22 de Julio
de 2004, y manifestando los interesados
haber sido presentada solicitud de licencia
de fecha 23 de marzo de ese mismo año sin
contestación. También se incorpora soli-
citud de expedición de certificación
acreditativa de silencio positivo sin que,
transcurridos los quince días, se haya
contestado.Por lo que se solicita segrega-
ción por silencio administrativo.

 El Registrador suspende la inscripción
por el siguiente defecto. La Disposición
Adicional 4ª de la Ley Reguladora de la
Actividad Urbanística, Ley 6/1994, 15 de
Noviembre, de la Generalitat de Valencia-
na al regular el silencio administrativo
sostiene que se entiende por positivo el
silencio,salvo que su contenido sea cons-
titutivo de una contravención grave y ma-
nifiesta de la ordenación urbanítica, en
cuyo caso se entiende desestimada. Ade-
más el artículo 57- apartado B, suspende
las licencias en los períodos de informa-
ción pública de los Planes, tal como ocurre
en el lugar donde está  situada la finca.

 
DGRN  estima el recurso, y reitera su

doctrina: concediendo plenos efectos jurí-
dicos al silencio administrativo.
Atribuyendo al silencio administrativo, el
mismo valor que  a la concesión formal de
licencia si transcurridos tres meses desde
la formulación de petición no  ha recaído
resolución expresa

(Ana Mª Sabater)

R. 24 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 04-04-06)

COMPRAVENTA. ELEVA-
CIÓN A PÚBLICO DE DOCU-
MENTO.

 
Se presenta en el Registro de la Propie-

dad elevación a público de documento
privado de compraventa, otorgada de una
parte por el Juez y de otra por quienes
compran en el docuemto privado al titular
registral, hoy fallecido. Dicha escritura es
autorizada por Notario en ejecución de
Sentencia dictada en procedimiento de
menor cuantía.

 El Registrador suspende la inscripción
por el siguiente defecto: el pleito que dió
origen al otorgamiento del documento de
compraventa no se constituyó debidamen-
te, provocando indefensión de la masa
hereditaria y en consecuencia la de los
herederos llamados a la misma.

 La demanda dirigida contra los herede-
ros desconocidos no garantiza una ade-
cuada defensa de los intereses de la heren-
cia aún no aceptada.

 
 DGRN mantiene la calificación del

Registrador. Reitera que en el presente
caso se ha omitido el procedimiento legal-
mente establecido que prevé la adopción
por el Juez de las disposiciones proceden-
tes de seguridad y administración de la
herencia, designando un administrador que
la represente. ( Art. 6.-4, 7.-5, 540, 790.-1,
791. 2.2, 797, y 798 de la Lec ) 

(Ana Mª Sabater)
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R. 25 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 06-04-06)

EMBARGO

Negativa del Registrador de la Propie-
dad a practicar anotación preventiva de
embargo fundándose en el artícuo 20 de la
Ley Hipotecaria.

 
 La letrada en nombre de la demandante

interpuso recurso gubernativo, aportando
fotocopia del título calificado y no acredi-
tando la representación de la Sociedad en
cuyo nombre interpone recurso gubernati-
vo.

 
 El Registrador de la Propiedad dirige

escrito de requerimiento a la Letrada para
que en el plazo de diez días aporte el
original del título calificado y que acredi-
te la representación de la Sociedad.

 
Elevado el expediente por el Registra-

dor de la Propiedad a la DGRN informando
que debe declararse el desistimiento del
recurso por no subsanarse los defectos.

 
 En consecuencia DGRN acuerda

inadmitir el recurso.
(Ana Mª Sabater)

R. 25 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 06-04-06)

ADMINISTRADOR LOCAL

Se rechaza la inscripción de una escri-
tura  de elevación a público de los acuer-
dos adoptados por la junta general univer-
sal de la sociedad sobre cese y nombra-

miento de administradores, en la que com-
parece el nuevo administrador porque la
hoja de la sociedad ha sido cerrada, por
falta del depósito de las cuentas anuales,
defecto que revoca la DG porque una de
las excepciones a ese cierre es precisa-
mente el  cese de administradores, por lo
que al haberse solicitado la inscripción
parcial, debe inscribirse el cese del admi-
nistrador y mantenerse el cierre respecto
al nuevo administrador.

(Pedro Fandos)

R. 27 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 10-04-06)

PRINCIPIO DE PRIORIDAD
REGISTRAL

Se presenta mandamiento que ordena la
prohibición de inscribir una finca inscrita,
a favor de la mercantil «X».

La Registradora no practica dicha ano-
tación porque la finca ya está inscrita en el
registro a favor de la sociedad «x» en
virtud de una escritura de compraventa
que fue presentada en el registro con ante-
rioridad al mandamiento judicial, y por lo
tanto, basándose en el principio de tracto
sucesivo y al figurar la finca inscrita a
nombre de persona distinta del demanda-
do se deniega su practica.

LA DGRN confirma la nota, siguiendo
el orden de presentación de los documen-
tos en el registro, gana prioridad la escritu-
ra de compraventa frente al mandamiento
que contiene la prohibición de inscribir, y
estando la finca inscrita a nombre de per-
sona distinta del demandado, ya no proce-
de la anotación.

(Susana Juste)
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R. 28 DE FEBRERO DE 2006
(BOE 06-04-06)

SENTENCIA DECLARATIVA
DE DOMINIO

Se presenta en el Registro mandamiento
en el que en cumplimiento de sentencia
firme, se ordena la cancelación de una
inscripción, estando inscrita la finca a nom-
bre del causante de los demandados, sus-
pendiendo el Registrador la inscripción
por faltar la declaración de herederos del
titular registral, para comprobar que  los
demandados son los herederos del titular
registral, lo cual es confirmado por la DG,
que desestima el recurso.

(Pedro Fandos)

R. 01 DE MARZO DE 2006
(BOE 08-04-06)

NECESIDAD DE LA INTER-
VENCIÓN DEL LEGITIMARO
EN LA PARTICIÓN

Se presenta escritura de partición otor-
gada por la heredera única, aceptando por
sí sola la herencia y adjudicándosela, en
base al testamento del testador en el que se
lee: «instituyo heredera única a mi herma-
na política, sin perjuicio de la cuota legal
legitimaria que pudiera corresponder a mi
madre si me sobrevive»

El Registrador suspende la inscripción
porque la madre del testador sobrevivió y
es necesario que ratifiquen la partición los
herederos de ésta.

LA DGRN confirma la nota, siendo en
derecho común la legítima una «pars
bonorum» es necesaria la intervención del
legitimario para preservar la intangibilidad
de su derecho. Por ello, habiendo sobrevi-
vido la madre legitimaria, ésta se convierte
en sucesora del causante y transmite su
derecho a sus herederos (art. 1006 código
civil), por lo que se hace necesario acredi-
tar quienes son los causahabientes de la
legitimaria fallecida, a fin de que concu-
rran a la partición del primer causante

(Susana Juste)

R. 02 DE MARZO DE 2006
(BOE 06-04-06)

CANCELACIÓN

Se presenta en el Registro mandamiento
solicitando la cancelación de una inscrip-
ción de donación, que ha sido declarada
nula por sentencia judicial, que ha sido
objeto de recurso de apelación, que se
deniega por el Registrador porque la eje-
cución provisional no puede condicionar
el resultado de la apelación ni impedir el
reflejo registral de la resolución judicial
firme que en su día recaiga. Nota que es
confirmada por la DG, ya que falta el re-
quisito de la sentencia firme para cancelar
el asiento.

(Pedro Fandos)

R. 03 DE MARZO DE 2006
(BOE 06-04-06)

EXTINCIÓN DE CONDOMI-
NIO
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Se presenta en el Registro escritura de
extinción de condominio, adjudicándose
en pleno dominio la finca a uno de los
comuneros hermano de los restantes e hijo
de la usufructuaria, que abona a los demás
hermanos y a la madre el exceso en dinero,
cuya inscripción se suspende porque la
usufructuaria de una tercera parte indivisa
de la finca no tienen comunidad con nin-
gún otro titular de la finca y no existe otro

cotitular del derecho de usufructo por lo
que no existe causa jurídica adecuada para
la extinción de dicho derecho. La DG revo-
ca la nota al entender que existe un pacto
por el que se extingue el usufructo a cam-
bio de una contraprestación, no existiendo
ningún precepto que prohíba este negocio,
que tiene causa suficiente.

(Pedro Fandos)

CITAS

-Si al franquear una montaña en la dirección de una estrella el viajero se deja
absorber demasiado por los problemas de la escalada, se arriesga a olvidar cuál es la
estrella que lo guía." A. de Saint-Exupéry (escritor francés)

-La vida es una (...) sucesión de problemas que (...) se agotan con la muerte". Ingmar
Bergman. Cineasta sueco.

-"Si yo te debo una libra, tengo un problema; pero si te debo un millón, el problema
es tuyo". John M.Keynes. Economista británico.

-"Los problemas son oportunidades para demostrar lo que se sabe". Duke Ellington.
Músico estadounidense.

-"La formulación de un problema es más importante que su solución." Albert
Einstein. Científico Alemán.

-"Un problema deja de serlo si no tiene solución". Eduardo Mendoza. Escritor
español.
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ALICIA DE LA RUA NAVARRO  Registradora de la Propiedad

SENTENCIAS
SENTENCIAS

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 4 DE NOVIEMBRE

DE 2005.

PRIORIDAD REGISTRAL:
ADJUDICACIÓN JUDICIAL CON
ANOTACIÓN PREVENTIVA DE

EMBARGO CADUCADA;
SOLICITUD DE PRÓRROGA.

ARTÍCULOS CITADOS: 1473, 606 Y 348
DEL CÓDIGO CIVIL; 32 DE LA LEY
HIPOTECARIA.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- Mediante escritura pública de 10 de
abril de 1987, D. A y Dª B compran la finca X,
inscribiéndose en el Registro de la Propiedad
el 16 de noviembre de 1987.

2º.- En juicio ejecutivo seguido a instancia
de Banco C, S.A. contra D. A y Dª B se dicta el
9 de mayo de 1991 providencia firme man-
dando que se practique anotación preventiva
de embargo sobre la referida finca, en garan-
tía del pago de 125.000.000 ptas. de princi-
pal, más 20.000.000 ptas de intereses, costas
y gastos, anotación letra «A» de 8 de julio de

1991. El 30 de noviembre de 1992 el Registro
de la Propiedad expide certificación de car-
gas de la finca, en virtud de mandamiento de
17 de noviembre de 1992. El 31 de octubre de
1995 se cancela por caducidad la anotación
preventiva de embargo letra «A».

3º.- El 3 de noviembre de 1992, tras ser
valorada pericialmente en 6.500.000 ptas., se
acuerda sacar a pública subasta la menciona-
da finca, celebrándose el 18 de enero de 1993
primera subasta en la que se ofrece por D, S.A.
8.000.000 ptas. con reserva de la facultad de
ceder el remate a terceros. El 9 de mayo de
1996 el Juzgado dicta auto de adjudicación a
favor de D, S.A., por el precio de 8.000.000
ptas., cancelando y dejando sin efecto la ano-
tación de embargo a favor de Banco C, S.A.,
así como todas aquellas anotaciones e ins-
cripciones que hubieran podido causarse con
posterioridad a la expedición de la certifica-
ción a que se refiere el art. 1489 L.E.C., y en
ejecución de dicho auto expide mandamien-
to de cancelación de cargas. Dichos auto y
mandamiento se presentan en el Registro de
la Propiedad el 13 de septiembre de 1996 y
son inscritos el 24 de septiembre de 1996, si
bien se deniega la práctica de las referidas
cancelaciones al haber caducado, conforme
al art. 86 LH, la anotación letra «A» en que se
apoya la ejecución.
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4º.- En juicio ejecutivo seguido a instancia
de Banco E, S.A., contra D. A y Dª B se dicta
el 30 de junio de 1992 providencia firme
mandando que se practique anotación pre-
ventiva de embargo sobre la referida finca en
garantía del pago de 6.913.347 ptas. de prin-
cipal, más 2.000.000 ptas. de costas, anota-
ción letra «B» de 29 de septiembre de 1992,
prorrogada por cuatro años en virtud de pro-
videncia firme de 22 de julio de 1996. El 31 de
octubre de 1995 el Registro de la Propiedad
expide certificación de cargas de la finca, en
virtud de mandamiento de 13 de octubre de
1995, en la que se hace constar que la titula-
ridad dominical de la finca corresponde a D.
A y Dª B con carácter ganancial y que la
misma se halla gravada con las reglas de
condominio que se relacionan en la inscrip-
ción 1ª y con un embargo anotación letra
«B», con su seguida nota marginal a favor de
Banco E, S.A., sin que sobre la misma pesen
más cargas o gravámenes.

5º.- El 10 de abril de 1996, tras ser valorada
pericialmente en 5.000.000 ptas., se acuerda
sacar a pública subasta la mencionada finca,
celebrándose el 17 de octubre de 1996 terce-
ra subasta en la que se ofrece por Dª F
2.500.000 ptas. con reserva de la facultad de
ceder el remate a terceros. El 5 de noviembre
de 1996 el Juzgado dicta auto  de adjudica-
ción a favor de Dª F, por el precio de 2.500.000
ptas., cancelando y dejando sin efecto la ano-
tación de embargo a favor de Banco E, S.A.,
así como todas aquellas anotaciones e ins-
cripciones que hubieran podido causarse con
posterioridad a la expedición de la certifica-
ción a que se refiere el art. 1489 L.E.C., y en
ejecución de dicho auto expide mandamien-
to de cancelación de cargas. Dichos auto y
mandamiento se presentan en el Registro de
la Propiedad el 26 de noviembre de 1996 y
son inscritos el 16 de diciembre de 1996,
procediéndose a la cancelación de todas las

anotaciones e inscripciones posteriores a la
expedición de la certificación a que se refiere
el artículo 1489 L.E.C., entre ellas la inscrip-
ción del auto de adjudicación a favor de D,
S.A., y a la cancelación de la anotación pre-
ventiva de embargo letra «B».

6º.- D, S.A., promueve demanda sobre de-
claración de dominio y cancelación de ins-
cripciones y anotaciones registrales contra
D. A y Dª B, Banco E, S.A. y  Dª F.

7º.- El Juzgado de Primera Instancia deses-
tima la demanda. La Audiencia Provincial
desestima el recurso de apelación. La deman-
dante recurre en casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
La recurrente alega que la inscripción de

sendos autos de adjudicación en subasta ju-
dicial del mismo inmueble, uno en su favor y
otro en favor de Dª F, implica un supuesto de
doble venta judicial que debe ser resuelta
declarando la validez de la efectuada en su
favor y la anulación de la contradictoria,
tanto en virtud de criterios sustantivos, por
cuanto la adquisición en favor del recurrente
fue anterior y la única que se consumó me-
diante la entrega del inmueble del que se
halla en posesión desde 1993, como en virtud
de criterios registrales, por cuanto fue la pri-
mera que tuvo acceso al Registro de la Pro-
piedad.

Sin embargo, la inscripción del auto de
adjudicación del inmueble en favor de Dª F,
aun cuando fue posterior a la inscripción del
auto de adjudicación en favor de la recurren-
te D, S.A., trae causa de una anotación pre-
ventiva de embargo, plenamente vigente,
practicada el 22 de septiembre de 1992 y, por
tanto, con anterioridad a producirse la trasla-
ción de dominio correspondiente a aquella
adjudicación.
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 En consecuencia, desde el punto de vista
registral, el principio de prioridad atribuye
preferencia a la inscripción de la adjudica-
ción en favor de Dª F, la cual remonta sus
efectos al momento en que tuvo acceso al
Registro la anotación preventiva letra B. Des-
de el punto de vista estrictamente registral, la
anotación preventiva de embargo, en tanto
mantiene su vigencia, sujeta la titularidad de
los bienes objeto de la misma al resultado del
proceso en que se haya producido la traba,
frente a las transmisiones o imposición de
cargas y gravámenes que se hayan producido
con posterioridad a la misma, provocando el
cierre registral a las posteriores inscripcio-
nes de títulos incompatibles (la adjudicación
a favor de la parte actora se inscribió a las
resultas de la anotación de embargo letra B),
pues así se infiere de los principios registrales
de legitimación y prioridad y de razones de
seguridad jurídica en el ámbito del juicio
ejecutivo y del proceso de ejecución.

Señala el Tribunal Supremo que la anota-
ción de embargo no puede oponerse al que
con anterioridad ha adquirido el objeto de la
traba, aunque no haya inscrito su derecho, ya
que la traba no puede recaer sobre bienes que
no estén en el patrimonio del deudor, ni el
acreedor embargante goza de la protección
del art. 34 LH, no teniendo la condición de
tercero hipotecario.

Esta jurisprudencia puede plantear difi-
cultades a la aplicación del art. 175.2ª RH,  en
cuanto extiende los efectos cancelatorios que
derivan de la adjudicación a las inscripciones
posteriores a la anotación de embargo aun-
que se refieran a enajenaciones o gravámenes
anteriores. Pero en lo que se refiere al supues-
to de autos, es claro que la anotación preven-
tiva de embargo produce una afección de los
terceros adquirentes o titulares de derechos
reales sobre el bien embargado, cuando sus

títulos tengan fecha posterior a la anotación
y que la inmunidad que se predica se refiere
únicamente a los títulos de fecha anterior,
aunque se inscriban con posterioridad a la
anotación.

La posición de la parte recurrente única-
mente tendría fundamento en el supuesto de
que debiera prevalecer la realidad
extrarregistral sobre la situación resultante
del Registro.

Este efecto sólamente podría producirse,
en primer término, en el caso de que hubiera
tenido lugar el acceso al Registro de dos
asientos incompatibles sobre el mismo in-
mueble, único supuesto en el que puede ha-
blarse de doble venta en sentido estricto des-
de el punto de vista registral, y en el que
podría estar justificado acudir a la realidad
extrarregistral para averiguar cuál es el título
de adquisición preferente en virtud, entre
otros posibles criterios, de la prioridad en el
tiempo de adquisición del inmueble en favor
de uno u otro contendiente.

Éste no es, sin embargo, el supuesto con-
templado en el proceso, en el que las dos
adjudicaciones que han tenido acceso al Re-
gistro en absoluto son incompatibles, sino
que la primera, efectuada en favor del recu-
rrente, fue admitida con carácter subordina-
do a la eficacia de la anotación preventiva
que la precedía y, en consecuencia, debe
ceder su preferencia en favor de la adjudica-
ción efectuada en el segundo juicio ejecutivo
que trae causa de dicha anotación, anterior a
la adjudicación que se hace valer por la parte
recurrente y cuya prioridad sobre la misma es
indudable. La adjudicación a favor de la re-
currente no puede retrotraer sus efectos a la
fecha de la anotación preventiva del embar-
go de que traía causa, puesto que, por impe-
rativo legal, había caducado, mientras que la
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prioridad de la segunda adjudicación debe
fijarse en virtud de la anotación preventiva
de embargo de la que traía causa, la cual ya
estaba vigente cuando la primera adjudica-
ción se produjo y cuando tuvo ingreso en el
Registro.

Y respecto a la caducidad de aquella ano-
tación preventiva, el Alto Tribunal pone de
manifiesto que la cancelación tiene lugar en
un plazo predeterminado por la ley (art. 86
LH), cuyo dies ad quem o final es susceptible
de ser conocido por todos los intervinientes
en el proceso de ejecución en virtud del ca-
rácter público del Registro y, por otra parte, la
Ley Hipotecaria reconoce legitimación para
solicitar la prórroga no a las partes en sentido
estricto, sino a todos los interesados, entre los
cuales figura el adjudicatario del bien inmue-
ble en el juicio ejecutivo.

La segunda circunstancia que podría dar
lugar a la prevalencia de la realidad
extrarregistral sobre la situación derivada
del Registro sería la decadencia de la protec-
ción en favor del tercero que establece el art.
34 LH en el caso de que éste no hubiese
actuado de buena fe o constasen en el Regis-
tro las causas por las cuales se ve privado de
su derecho. Sin embargo, no se ha acreditado
la mala fe de la segunda adjudicataria del
inmueble Dª F.

En consecuencia, se desestima el recurso
de casación.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 18 DE

NOVIEMBRE DE 2005.

 HIPOTECA: NO EXTENSIÓN AL
CHALET POSTERIORMENTE

CONSTRUIDO.
ENRIQUECIMIENTO INJUSTO.

ARTÍCULOS CITADOS: 111, 112, 113 Y
131 DE LA LEY HIPOTECARIA.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- El 1 de octubre de 1982 se inscribe
hipoteca sobre la finca registral X, inscrip-
ción 3ª, constituida por D. A y Dª B, sobre casa
compuesta de planta baja, cubierta de teja
árabe, a favor de la Caja de Ahorros C,
pactándose que se extiende la hipoteca a todo
cuanto excluye el art. 111 LH, aun cuando no
estuviese incorporado de una manera fija o
temporal.

2º.- Posteriormente D. A vende su mitad
indivisa a D. C.

3º.- Por inscripción 5ª de 23 de septiembre
de 1987, y en virtud de sentencia de 13 de
abril de 1987, se inscribe el dominio del
Chalet Y prefabricado existente en la finca X
a favor de la entidad D.

4º.- Por inscripción 6ª de 21 de agosto de
1991, D. E inscribe el dominio de la finca X a
título de cesión de remate en el procedimien-
to del art. 131 LH seguido contra Dª B y D. C
en ejecución de la hipoteca. La inscripción 7ª
de fecha 21 de agosto de 1991 cancela la
inscripción de hipoteca, y posteriores, según
Auto firme de 4 de julio de 1991.
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5º.- El 21 de agosto de 1991 se practica la
inscripción 8ª de obra nueva, según escritura
de 6 de agosto de 1991, con remisión a acta
anterior de declaración de obra nueva de 20
de enero de 1987, anterior a la sentencia e
inscripción 5ª y tras la cesión de remate de 9
de enero de 1987, cuyo propio literal registral
no explicita con análoga descripción las ca-
racterísticas del chalet Y en su acceso al
Registro en las inscripciones 5ª y 8ª, sin con-
troversia en autos en cuanto identidad del
objeto.

6º.- La entidad D demanda a D. E, ejerci-
tando: a) Acciones declarativa de propiedad
y reivindicación respecto del chalet Y; b)
Acción derivada del art. 278 de la Compila-
ción del Derecho Catalán para que se declare
que la entidad D tiene derecho de retención
del mismo; c) Acción de nulidad de las decla-
raciones de obra nueva realizadas por el de-
mandado D. E sobre el edificio del chalet Y y
de la inscripción registral 8ª consiguiente; d)
Acción contra el enriquecimiento sin causa
del demandado por detentar el chalet Y e
inscribírselo a su favor; e) Acción para que,
aplicando el art. 278 de la Compilación del
Derecho Catalán, se condene al demandado
D. E a pagar a la entidad D la cantidad corres-
pondiente al valor actual del chalet Y o a
vender a la propietaria de dicho chalet el
terreno en que está enclavado y el que ocupe
el acceso del mismo con vehículo, desde o
hasta la vía pública, e igualmente el derecho
o servidumbre de luces y vistas de los huecos
de dicho edificio; y subsidiariamente, para el
caso de no dar lugar a ninguna de las preten-
siones alternativas antes apuntadas, que el
Juzgado señale las cantidades o bienes que
en justicia y equidad corresponde a cada
parte para terminar la situación en que co-
rresponde a D el dominio del chalet Y y al
demandado el dominio del terreno en que
está enclavado; f) Se ejercita, también, de

manera subsidiaria, acción para que si no
pudiera recobrar el dominio sobre el chalet la
actora D por haber vendido el demandado la
finca registral X a otra persona, sea condena-
do D. E a pagar a D el valor de dicho chalet.

7º.- El Juzgado de 1ª Instancia desestima la
demanda. La Audiencia Provincial estima el
recurso de apelación y condena al demanda-
do a pagar a la entidad actora la suma de
11.787.924 ptas. El demandado interpone
recurso de casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El Tribunal Supremo parte como premisa
de que la construcción controvertida no esta-
ba incluida en la hipoteca, ni fue objeto de la
ejecución en el procedimiento sumario del
art. 131 LH, ni el precio del remate compren-
dió el valor de la misma. Y es indiferente que
el demandado haya adquirido por cesión de
remate, porque al ser la misma una manifes-
tación del negocio jurídico «por persona a
designar», el cesionario ocupa la misma po-
sición jurídica del adjudicatario-cedente.

La doctrina del enriquecimiento injustifi-
cado o sin causa es plenamente aplicable al
caso por concurrir los requisitos del enrique-
cimiento de una persona, ya sea por un au-
mento patrimonial o por la evitación de una
pérdida, el correlativo empobrecimiento de
otra persona y la ausencia de causa, por no
haber razón legal o negocial que explique la
desarmonía producida.

El enriquecimiento del demandado se pro-
dujo por el incremento patrimonial (lucrum
emergens), derivado de entrar en su patrimo-
nio, sin contraprestación alguna, el chalet
existente en la finca hipotecada, y del que era
titular la entidad actora; el empobrecimiento
de ésta se integra por un daño positivo
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(damnum emergens) consistente en la corre-
lativa pérdida de dicho chalet, y la falta de
justificación deriva de que dicha construc-
ción no estaba hipotecada, ni comprendido
su valor en el precio pagado como remate en
el procedimiento sumario del art. 131 LH.

A ello se une que el rematante, e igualmen-
te el cesionario del remate, conoció, o al
menos pudo conocer con la más elemental
diligencia, que en la finca hipotecada, y que
salía a subasta, había una construcción perte-
neciente a tercero no incluida en la hipoteca,
por lo que al abonar únicamente el precio
correspondiente a lo hipotecado-subastado,
en el mismo no se comprendía dicha edifica-
ción.

La alegada aplicación de los arts. 112 y
113 LH no procede, porque no se refieren a
«la nueva construcción de edificio donde
antes no lo hubiere», y tampoco cabe aplicar
el segundo por analogía, dado que el legisla-
dor pudo preverlo expresamente y no lo hizo,
y en cualquier caso no era éste el procedi-
miento idóneo para tratarlo.

Por todo lo expuesto, se declara no haber
lugar al recurso de casación.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 28 DE

NOVIEMBRE DE 2005.

 SUCESIÓN: ALBACEA;
ACEPTACIÓN DEL CARGO;

CÓMPUTO DEL PLAZO.

ARTÍCULOS CITADOS: 898 Y 904 DEL
CÓDIGO CIVIL.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- El 2 de julio de 1995 fallece Dª A, viuda
y sin descendencia, bajo testamento notarial
abierto de 25 de abril de 1991, en el que, tras
disponer diversos legados de cosas determi-
nadas, instituye herederos en el remanente de
sus bienes, por partes iguales, a sus sobrino-
nietos D. B, D. C y D. D, y nombra albacea
universal a D. E, encargándole de las opera-
ciones particionales de la herencia para el
caso de que hubiere menores o incapacitados
o no hubiere acuerdo entre los interesados,
sin señalar plazo de duración de su cargo.

2º.- El 29 de agosto de 1.996, D. E
protocoliza notarialmente las operaciones
particionales de la causante.

3º.- El 9 de mayo de 1.997, D. B y D. C
presentan demanda contra D. D y D. E, solici-
tando la nulidad de la partición por no haber-
se realizado dentro del tiempo legal.

4º.- El Juzgado de 1ª Instancia estima la
demanda. Apelada la sentencia, la Audiencia
Provincial la confirma. Los demandados in-
terponen recurso de casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El problema que se plantea es determinar
el momento en que debe entenderse que co-
mienza el cómputo del plazo para que el
albacea realice su encargo.

En este caso se parte de dos hechos: a) el
albacea se nombró a sí mismo como tal en la
minuta del testamento que realizó para la
testadora, y que fue recogida en aquel docu-
mento notarial; b) el mismo asistió al entierro
de la testadora el 3 de julio de 1995.
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Dado que la testadora no señaló plazo
alguno al albacea para la realización del en-
cargo que le hacía, ha de estarse a lo dispues-
to en el art. 904 C.c., y fijarse tal plazo en un
año desde la aceptación del cargo. Esta acep-
tación se produce, de acuerdo con el art. 898
C.c., a los seis días siguientes a aquél en que
tuvo noticia de su nombramiento, o, si éste le
era ya conocido, a aquél en que supo la muer-
te del testador, si no se excusa durante esos
seis días.

Frente a la alegación de que el plazo no
cuenta sino desde que el albacea conoce que
su nombramiento es firme por no existir nin-
gún testamento posterior, el Tribunal Supre-
mo manifiesta que el art. 898 C.c. habla de
“conocimiento del nombramiento”, sin hacer
referencia alguna a su firmeza, requisito que
no exige; y más aún, prevé el caso de que el
nombramiento le fuese conocido antes de la
muerte del testador, que por definición no es
firme, por lo que el albacea no ha de esperar
a que ello se confirme, sino que ha de aceptar
o repudiar dentro de los seis días siguientes al
conocimiento de su muerte.

Así pues, acreditado que el albacea sabía
de su nombramiento antes del fallecimiento
de la testadora (él mismo redactó el testamen-
to) y conocía su muerte al menos desde el 3 de
julio de 1995 (día en que acudió a su entie-
rro), y puesto que en los seis días siguientes
no se produjo ninguna manifestación de vo-
luntad contraria a la aceptación del cargo, ha
de entenderse aceptado, y debe estimarse que
la partición protocolizada notarialmente el
27 de agosto de 1996, se realizó fuera del
plazo legal de un año, por lo que es nula como
hecha por persona sin legitimación.

En consecuencia, se declara no haber lu-
gar al recurso de casación.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 14 DE DICIEMBRE

DE 2005.

SUCESIÓN: PREVIA
LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD
DE GANANCIALES ANTES DE LA
PARTICIÓN SEPARADA DE LAS

HERENCIAS DE AMBOS
CÓNYUGES CAUSANTES;

COLACIÓN DE DONACIONES.

ARTÍCULOS CITADOS: 669, EN
RELACIÓN CON LOS 670 Y 675, Y 1074
DEL CÓDIGO CIVIL.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- Dª A fallece el 26 de abril de 1989, y su
esposo D. B el 12 de julio de 1994, bajo
testamentos diferentes en los que se nombra
contador-partidor a Dª C.

2º.- Dª C efectúa un solo cuaderno
particional elevado a escritura pública el 31
de julio de 1996, con un reparto global, como
si se tratara de un único causante.

3º.- Dª D, una de las hijas y herederas,
presenta demanda contra Dª C y los demás
hijos y coherederos D. E y D. F, solicitando
que se declare la nulidad o, subsidiariamente,
la rescisión de la partición hereditaria, de-
biendo realizarse otro cuaderno particional
para proceder al reparto de la herencia de
forma independiente respecto de los bienes
de Dª A y D. B, dándose a los bienes el valor
que corresponda para cada una de las heren-
cias; que se traigan a colación los bienes
donados por los causantes a los demandados;
y que se decrete la nulidad de las inscripcio-
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nes del Registro de la Propiedad o Catastro
que se opongan a las adjudicaciones de bie-
nes que hayan de practicarse.

4º.- El Juzgado de Primera Instancia deses-
tima la demanda. Interpuesto recurso de ape-
lación, la Audiencia Provincial lo desestima.
La demandante recurre en casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

De entre las diversas cuestiones plantea-
das, destaca en primer lugar la relativa al
momento de valoración de los bienes.

Según el Tribunal Supremo, la valoración
de los bienes sujetos a una operación
particional debe referirse al momento de la
liquidación. Y habla de una cierta corrección
del nominalismo, procediendo, de una parte,
a aproximar el momento de valoración al de
la liquidación y pago, para expresarlo en
unidades monetarias de tal momento; y, por
otra parte, estableciendo la regla de pago en
la moneda corriente en el momento de la
liquidación, ésto es, actualizando al valor
actual de la moneda en el momento del pago.

La infracción de este principio, que puede
resultar inocua cuando redunda en una
minusvaloración general y compensada res-
pecto de todos los bienes de la herencia sin
repercusiones desfavorables para unos y
otros herederos, constituye, por el contrario,
causa de nulidad de la partición en aquellos
supuestos en los cuales se advierte que dicho
criterio valorativo produce una alteración
del principio de equitativa distribución de los
bienes de la herencia, como ocurre en este
caso concreto, en que el bien adjudicado a la
demandante no experimenta variaciones sen-
sibles entre la valoración realizada en el cua-
derno particional y la atribuida por los peri-
tos en el proceso, mientras que respecto de

otros bienes adjudicados a otros herederos la
diferencia es notable.

En segundo lugar, se discute la realización
de las particiones de ambas herencias en un
único cuaderno particional.

Respecto a ello, el Tribunal Supremo de-
clara que cuando se trata de la partición de
bienes procedentes de herencias distintas,
máxime cuando a raíz de alguna de ellas debe
realizarse una liquidación de la sociedad con-
yugal existente, es necesario proceder sepa-
radamente a la práctica de dicha liquidación
y a las operaciones particionales correspon-
dientes a los bienes que forman parte de uno
y otro haber hereditario, al menos cuando no
puede asegurarse que la omisión del orden
correcto de proceder no determina alteracio-
nes sustanciales en la integración o valora-
ción de los lotes que deben adjudicarse a cada
uno de los herederos; y no sólo cuando se
registra la omisión de la participación en las
operaciones particionales de alguno de los
llamados a suceder por ser distintos los here-
deros en una y en otra operación sucesoria.

En el caso examinado, debería haberse
comenzado por liquidar la sociedad de ga-
nanciales que la primera fallecida Dª A man-
tenía con su esposo, posteriormente falleci-
do, así como calcular de manera separada las
consecuencias derivadas de la designación
de éste como heredero en el tercio de libre
disposición, para proceder a continuación a
la partición del haber hereditario no adjudi-
cado al esposo en virtud de dicha liquidación
y, seguidamente, de manera separada, a la
partición de los bienes integrantes de la se-
gunda herencia. Al no haberse hecho así,
dadas las diferencias en cuanto a los
legitimarios mejorados en uno y otro testa-
mento, se ha alterado gravemente la regulari-
dad de las operaciones particionales.
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Otra de las cuestiones destacadas es la
referente a la no colación de las donaciones
inoficiosas.

Las donaciones efectuadas por el testador
deben ser traídas a la partición al efecto de
computar su valor y determinar si son
inoficiosas, con el fin de reducirlas cuando
ello sea preciso con arreglo a las disposicio-
nes legales.

La dispensa de colación (es decir, el ejer-
cicio de la facultad del testador de excluir las
donaciones del cómputo de la porción here-
ditaria asignada en el testamento, eliminando
su carácter de anticipaciones de la herencia)
no dispensa del deber de respeto a la legítima
estricta que impone la reducción de las
donaciones inoficiosas; pues resulta eviden-
te que este deber subsiste aun cuando las
donaciones no tengan en principio carácter
colacionable.

Por lo expuesto, se declara haber lugar al
recurso de casación, declarando la  nulidad
de la partición hereditaria, debiendo realizar-
se en ejecución de sentencia otro cuaderno
particional, teniendo en cuenta que el reparto
de la herencia se habrá de efectuar de forma
independiente respecto de la herencia de Dª
A, por un lado, y de D. B, por otro; que se
atenderá a la valoración ajustada de los bie-
nes al momento de la liquidación; y que se
traerán a colación, valorándose al valor real
actual, los bienes donados, para conocer si
dichas donaciones son inoficiosas; y se de-
creta la nulidad de cuantas inscripciones del
Registro de la Propiedad o del Catastro se
opongan a las adjudicaciones de bienes que
hayan de practicarse.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 15 DE DICIEMBRE

DE 2005.

REGISTRO DE LA PROPIEDAD:
ACCIÓN DE RECTIFICACIÓN DE

ASIENTO INEXACTO.

ARTÍCULOS CITADOS: 1279 Y 1300 DEL
CÓDIGO CIVIL; 40 DE LA LEY
HIPOTECARIA.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- El 1 de agosto de 1979 fallece Dª A,
casada en segundas nupcias con D. B bajo el
régimen de gananciales, con un hijo común,
D. C, y otra hija de su primer matrimonio, Dª
D, siendo estos dos hijos sus herederos testa-
mentarios. Entre los bienes integrados en la
sociedad de gananciales de Dª A y D. B figura
la finca X.

2º.- El 28 de octubre de 1979 se suscribe un
documento privado de compraventa, en el
que D. A, en su propio nombre y derecho y en
nombre y representación de su hijo menor de
edad D. C, y Dª D venden a D. E el piso X.

3º.- Las sociedades F, S.A. y G, S.A. siguen
autos contra D. E y otra, dictándose auto de 8
de mayo de 1984, en el que se aprueba el
remate de las fincas embargadas a los deman-
dados, entre ellas, el piso X, a favor de las
sociedades actoras en este procedimiento, y
se ordena expedir testimonio de adjudica-
ción. Las adjudicatarias del remate toman
posesión del piso objeto del litigio.

4º.- El 17 de mayo de 1983 se eleva a
escritura pública la partición de la herencia y
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liquidación de la sociedad de gananciales de
Dª A, adjudicándose a Dª D el piso X, quien lo
inscribe a su favor en el Registro de la Propie-
dad.

5º.- F, S.A. y G, S.A. formulan demanda
contra D. B, D. C, Dª D y D. E, solicitando que
se condene a los demandados a elevar a escri-
tura pública el contrato privado de compra-
venta de 28 de octubre de 1979; se declare
nula la escritura de protocolización de cua-
derno particional de 17 de mayo de 1983, en
lo referente a la adjudicación a favor de Dª D
del piso X, cancelándose la correspondiente
inscripción de dominio en el Registro de la
Propiedad; y se otorgue por D. E la corres-
pondiente escritura pública del piso X a favor
de las demandantes como consecuencia del
auto de 8 de mayo de 1984.

6º.- El Juzgado de 1ª Instancia estima la
demanda. Interpuesto recurso de apelación,
la Audiencia Provincial lo estima. Las de-
mandantes formalizan recurso de casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El art. 40 LH establece que la rectificación
del Registro sólo podrá ser solicitada por el
titular del dominio o derecho real que no esté
inscrito, que lo esté erróneamente o que re-
sulte lesionado por el asiento inexacto y se
practicará con arreglo a las siguientes nor-
mas: a) cuando la inexactitud proviniere de
no haber tenido acceso al Registro alguna
relación jurídica inmobiliaria, la rectifica-
ción tendrá lugar: 3º, por resolución judicial,
ordenando la rectificación; b) cuando la in-
exactitud procediere de falsedad, nulidad o
defecto del título que hubiere motivado el
asiento y, en general, de cualquier otra causa
de las no especificadas anteriormente, la rec-
tificación precisará el consentimiento del ti-
tular o, en su defecto, resolución judicial. En

los casos en que haya de solicitarse judicial-
mente la rectificación, se dirigirá la demanda
contra todos aquellos a quienes el asiento que
se trate de rectificar conceda algún derecho,
y se sustanciará por los trámites del juicio
declarativo correspondiente. La acción de
rectificación será inseparable del dominio o
derecho real del que se derive.

En sus tres últimos párrafos, dicho precep-
to prevé la existencia de una acción encami-
nada exclusivamente a obtener la rectifica-
ción del asiento inexacto. Es ésta la acción
que habrá de ejercitarse cuando la falta de
consentimiento del titular registral impida
rectificar el Registro de otro modo. La pura
acción de rectificación, desligada de las ac-
ciones materiales, sólo parece posible en los
casos de error y de nulidad del asiento que
derive de su contraste con el título, cuando no
exista consentimiento o acuerdo unánime de
todos los interesados y no pueda tampoco
rectificarse de oficio por el Registrador. Ejer-
citándose conjuntamente con una acción
material, la de rectificación seguirá la suerte
de ésta.

El párrafo primero de este precepto otorga
legitimación para instar la rectificación de
los asientos inexactos, por los medios que
luego regula el resto del artículo, al titular del
dominio o derecho real que no esté inscrito,
que lo esté erróneamente o que resulte lesio-
nado por el asiento inexacto.

Las sociedades actoras son titulares rea-
les, propietarias, del piso en cuestión, en
virtud del auto de adjudicación de 17 de
mayo de 1983, y por tanto, están legitimadas
para las acciones ejercitadas en la demanda,
por tener, en virtud de tal condición, interés
legítimo y directo en acceder de forma nor-
malizada al Registro de la Propiedad. Para
que este acceso al Registro de la Propiedad de
su título válido de dominio pueda tener lugar,
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en consideración al necesario tracto, procede
la elevación a escritura pública del documen-
to privado de compraventa, en el que figura
como comprador D. E, pues la adjudicación
en virtud de aprobación de remate a favor de
las actoras se ha hecho por embargo del piso
a este comprador.

Como consecuencia, procede declarar la
nulidad de la adjudicación del piso X a favor
de Dª D en la herencia de Dª A, pues se trata
de una adjudicación de cosa ajena, dado que

en el momento de la partición era propiedad
de las sociedades F, S.A. y G, S.A. y no estaba,
por tanto, incluido en el caudal hereditario de
la causante.

Por lo expuesto, se declara haber lugar al
recurso de casación, estimando la demanda,
pero sin que sea necesario el otorgamiento de
escritura por D. E a favor de las sociedades
actoras, dado que el testimonio del auto de
adjudicación es título bastante.

DE DONDE VIENE ...

Pintar/salir a bastos. Ir algo mal. No salir las cosas como están previstas. En la baraja los
bastos son uno de los palos. Se llama pintar al hecho de que, en ciertos juegos, un
determinado palo tenga más valor. La frase aquí se usa en sentido mucho más literal.
Debemos entenderla como "salir bastones o estacas", con todas las connotaciones negativas
de "golpear a agredir" que encierran las figuras.

Pintar la mona: Ser inútil o estar de más una persona en un lugar. Aparte de las
connotaciones que las palabras mono y mona tienen en la lengua coloquial podría asociarse
esta expresión al juego de cartas que consiste en ocultar una de ellas, llamada mona, para que
al final de la partida quede un jugador con una carta en su mano, que es precisamente la que
hace pareja con la que se ha dejado fuera.

Pisar buena o mala hierba. Estar de buen o mal humor o en buena o mala disposición para
llevar algo a cabo. El dicho seguramente se origina en la jerga de los pastores, que lo
emplearían para referirse a los pastos convenientes o no para su ganado.
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PAULA BERNABÉ NIETO. Opositora a Registros

ESCRIBE PARA LUNES
ESCRIBE

LA INTERPRETACIÓN DEL TESTAMENTO:
CUESTIONES QUE PLANTEA

Paula Bernabé Nieto. Licenciada en Derecho
Opositora a Registrador de La Propiedad

INTRODUCCIÓN
En  el  presente  artículo  se  examina  la  interpretación  de  la  declaración  mortis  causa

contenida  en  el instrumento formal del testamento, tendente a averiguar cuál es la
verdadera voluntad del testador para hacerla valer y permitir, en consecuencia, que surta
los consiguientes efectos jurídicos.

Esta misión interpretativa presenta caracteres especiales respecto a la que tiene lugar
en los negocios inter vivos, sin que ello obste para aplicar en el ámbito  testamentario
ciertas normas negociales.

Además en la interpretación testamentaria se plantean diversas cuestiones y problemas
como los medios a emplear,  personas  cualificadas  para  ello…  siendo  su  escollo
principal  el  esclarecimiento  de  una declaración de voluntad  cuyo  emitente  (el testador)
no  puede  ya aportar  luz  sobre la  misma  por  haber fallecido cuando el intérprete actúa.

1. CONCEPTO DE LA INTERPRETACIÓN.
Es el testamento “el acto por el cual una persona dispone para después de su muerte de

todos sus bienes o de parte de ellos” así lo indica el artículo 667 del Código Civil.
Al igual que en todo negocio jurídico, la interpretación del testamento debe descubrir

la voluntad del otorgante para que produzca los efectos queridos y permitidos por la ley.
García Amigo distingue tres conceptos de la interpretación testamentaria: un concepto
amplio, otro más restringido y un tercer concepto técnico-jurídico, siendo en éste último
sentido “la actividad judicial dirigida a fijar la voluntad normativa del causante”.
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2. DIFERENCIAS CON LA INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL
Y DE LA LEY.

Por lo que respecta a la interpretación de la ley, en algún caso ha sido ésta comparada
a la interpretación testamentaria, sin embargo, pese a que ciertamente en ambos casos se
trata de buscar y fijar el sentido de algo, existe entre las mismas notables diferencias:

a)   La interpretación de la ley debe indagar la voluntad inmanente de la norma, para
ajustarla a la realidad social del tiempo en que ha de ser aplicada.

b)   Normalmente la ley estará redactada de manera técnica y precisa.
c)   La interpretación de la ley puede hacerse por el mismo legislador (interpretación

auténtica),   por   la   doctrina   (interpretación   doctrinal)   o   por   los   tribunales
(interpretación judicial o jurisprudencial).

La interpretación del testamento tiene sin embargo las características siguientes:
a)   En ella sólo se indaga la voluntad del declarante.
b)   La voluntad testamentaria puede estar expresada de manera vulgar, sobre todo

cuando en la redacción del testamento no intervenga Notario.
c)   La interpretación del testamento se realiza por los tribunales y ciertas personas con

funciones en la sucesión testamentaria a las que se aludirá con posterioridad.

En cuanto a las diferencias con la interpretación  de los contratos; pese  a  que tanto el
contrato  como  el  testamento  son  vehículos  de  expresión  de  la  voluntad  dirigida  a
producir y regular efectos jurídicos, se distinguen no obstante en sede de interpretación.
El testamento es un acto “personalísimo” según indica artículo 670 C.C., por ello, y a
diferencia  de  lo  que  ocurre  con  la  interpretación  de  los  contratos  (regulada  en  los
articulos1281 a 1289 C.C.), en ella no se busca la voluntad común de los contratantes sino
que  se  debe  indagar  cuál  es  la  verdadera  voluntad  del  testador,  denominado principio
voluntas  expectanda.  Todo  ello  sin  perjuicio  de  la  teoría  formulada  por Jordano Barea,
sobre la que se insistirá posteriormente, en la que pese a la diferencia entre ambas
instituciones se puedan aplicar analógicamente al testamento ciertas normas de inter-
pretación contractual debido la escasez en esta materia de normas concretas.

3. REGLAS Y MEDIOS DE INTERPRETACIÓN.
El  Código  Civil  no  contiene  normas  de  interpretación  comunes  a  todos  los  negocios

jurídicos.  Respecto  a  la  interpretación  testamentaria  dedica  el  Código  un  precepto
concreto a dicha actividad (artículo 675)  y una serie de normas de presunción  que fijan
el sentido de determinadas  expresiones del testador en casos típicos.

A la interpretación del testamento se refiere el  Código Civil en su artículo 675, cuyo
primer párrafo indica: “Toda disposición testamentaria deberá entenderse en el sentido
literal  de  sus  palabras,  a  no  ser  que  aparezca  claramente  que  fue  otra  la  voluntad
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del testador. En caso de duda se observará lo que aparezca más conforme a la intención del
testador según el tenor del mismo testamento”.

Recoge este artículo el anteriormente citado principio voluntas expectanda (búsqueda
de la verdadera voluntad del testador) y,  según García Amigo y Puig Brutau, tal precepto
tiene  su  fundamento  y precedente  en  Las  Partidas,  criterio  igualmente  seguido  por
la jurisprudencia en la sentencia de 19 de noviembre de 1925, entre otras.

Respecto a los medios que se pueden emplear para interpretar el testamento; el Código
recoge  en  primer  lugar  la  regla  de  la  literalidad,  estableciendo  que  las  disposiciones
testamentarias  se  entenderán  “en  el  sentido  literal  de  sus  palabras”.  El  Tribunal
Supremo  en  la  sentencia  de  6  de  marzo  de  1944  estableció  “el  tenor  literal  del
documento sólo tiene primacía porque las palabras reflejan con suficiente fidelidad la
voluntad  del  testador…”,  prosigue  la  sentencia  citada  señalando  que:”los  elementos
gramatical,  lógico  y  sistemático  no  pueden  aislarse  unos  de  otros,  ni  cabe  establecer
entre ellos una jerarquía, ya que son medios que el intérprete debe utilizar dentro de un
proceso interpretativo unitario”. Posteriormente, en la sentencia de 28 de junio de 1947
indicó que “a las palabras hay que darles el sentido que de ellas se desprende en relación
con las circunstancias personales y sociales y en caso de ser palabras con significación
definida en las leyes, habrá que estar al sentido legal no al vulgar, a menos que conste que
se emplearon en sentido distinto”.

Por  su  parte  Salvador  Coderch  admite  que  en  el  testamento  se  pueda  emplear  un
lenguaje impreciso,vago o ambiguo, que será interpretado con medios  extratestamen-
tarios,  sin  embargo,  lo  que  no  admite  es  el  uso  de  un  lenguaje  cifrado, secreto  o
decodificado  fuera  del  contexto  testamentario,  lo  cual  podría modificar  la disposición
testamentaria.

Se atiende con carácter previo al sentido literal por ser el primer elemento que conoce
el intérprete, sin embargo sobre la regla de la literalidad se impone la verdadera voluntad
del testador; este criterio de prevalencia lo confirma la sentencia del Tribunal Supremo de
9  de  junio  de  1987  señalando  que  es  doctrina  constante  y  reiterada  el  criterio
subjetivista al ser la voluntad del testador ley de la sucesión.

En  este  mismo  sentido  la  sentencia  de  19  de  noviembre  de 1964  indicó  “sólo  puede
apartarse  el  intérprete  del  sentido  literal  cuando  se  descubra  de  modo  evidente  la
disparidad entre la intención del otorgante y las palabras empleadas para expresarla”.

Por tanto una primera conclusión que se puede extraer de la regulación legal, según la
generalidad de la doctrina, es que se debe atender a la interpretación literal mientras ésta
sea clara, prevaleciendo la intención del testador cuando pugne con el sentido literal.

Esta regla de la preponderancia tiene unos límites y es que el objeto interpretado es la
voluntad  del  testador  expresada  en  el  testamento,  y no  su  voluntad  interna  ya  que
en otro caso desaparecería la diferencia entre objeto y medios de interpretación. Además
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al ser la declaración de voluntad testamentaria esencialmente formal (debe contenerse en
los moldes del testamento según se desprende del artículo 687/CC) se establece el límite
de que la intención  real del testador ha de tener su base en la declaración testamentaria,
de lo contrario se conculcarían las exigencias de forma, en este sentido la sentencia de 18
de julio de 1991 estableció que “el intérprete no puede forjar una disposición nueva, de
lo  contrario  sobrarían  las  solemnidades  que  se  imponen  en  el  otorgamiento  del
testamento,  al  valer  como  voluntad  testamentaria  una  que  no  ha  sido  expresada
guardando las formas legales”.

Junto  a  la  regla  general  del  artículo  675,  nuestro  Código  Civil  contiene  una  serie
de normas para casos particulares que, según García Amigo son de naturaleza dispositiva;
normas  subsidiarias  de  interpretación  cuya  aplicación  sólo  se  impone  cuando  la
voluntad  del  testador  permanece  dudosa.  A  través  de  tales  normas  se  determina  una
voluntad  presumible  sobre  la  base  de  la  experiencia,  entre  ellas  son  destacables  las
siguientes:

-Artículos  747,  749  y  751  que  respectivamente  determinan  el  alcance  de  las
disposiciones testamentarias   en beneficio del alma del testador, a favor de los pobres  en
general  y  de  la  disposición  hecha  genéricamente  a  favor  de  los parientes del testador.

-Artículo 765: “Los herederos instituidos sin designación de partes heredarán por
partes iguales”.

-Artículo 767, sobre el efecto de la expresión de una causa falsa de la institución de
heredero o del nombramiento de un legatario.

-Artículo  768:  “El  heredero  instituido  en  una  cosa  cierta  y  determinada  será
considerado  como  legatario”.  Comprende  esta  norma  la  figura  del  llamado heredero
ex re certa.

-Artículo 769, delimita el valor del llamamiento individual y del colectivo.

-Artículo  770,  que  fija  las  cuotas  en  los  llamamientos  de  hermanos  de  vínculo doble
y de vínculo único.

-Artículo771, que para el supuesto de que el testador llame a la sucesión a una persona
y   a   sus   hijos,   se   entenderán   todos   instituidos   simultánea   y   no sucesivamente.

-Artículos 772 y 773 sobre determinación de la persona instituida.

-Artículos 779 y 780 en sede de sustituciones.

-Artículos   346   y  347   determinan   el   alcance   de   las   palabras   “muebles”   e
“inmuebles” cuando el testador las emplea sin precisar su sentido….
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Las  normas  examinadas  hasta  ahora  no  resuelven  todas  las  dudas  que  plantea  la
interpretación  del  testamento,  por  ello  la  mayoría  de  la  doctrina,  siguiendo  la  tesis
iniciada por Jordano Barea, está de acuerdo en que pese a la diferencia existente entre
contratos y testamentos se puedan aplicar analógicamente a estos últimos ciertas normas
de interpretación contractual.

La citada tesis es igualmente seguida por la jurisprudencia, en concreto la sentencia del
Tribunal Supremo de 23 de junio de 1998 que señala la posición del alto Tribunal en esta
materia  y  cuyas  líneas  fundamentales  ha  reiterado  con  posterioridad.  Indica  el Tribunal
Supremo que se podrán aplicar con carácter analógico y complementario a la interpreta-
ción testamentaria los artículos 1281 a 1283 y 1285Cc, que, ubicados en sede de
interpretación  de  contratos,  contienen  las  denominadas  reglas  de  interpretación
subjetiva, esto es, “buscan el efectivo querer del declarante”.

De   estas   normas   conviene   resaltar,   siguiendo   a   Jordano   Barea,   las   siguientes
circunstancias:

i. La  coincidencia  entre  los  artículos  675  y  1281  del  Código  Civil,  indicando ambos
que  se  estará  al  sentido  literal  de  las  palabras  salvo  cuando  sean contrarias  a  la
intención,  supuesto  en  el  que  prevalecerá  esta  última.  De  esta opinión   mayoritaria
se   desmarca   García   Amigo   rechazando   la   aplicación analógica del artículo 1281 a
la interpretación del testamento por entender que cuando  para  un  caso  concreto  hay  una
norma  directamente  aplicable  (en  este supuesto el artículo 675) falta uno de los requisitos
de la analogía.

ii. Es  también  destacable  el  artículo  1282  que  indica  que  para  determinar  la
intención  de  los  contratantes  es  preciso  atender  a  los  actos  de  los  mismos coetáneos
y posteriores  (también  evidentemente  a  los  anteriores);  por  su  parte García Amigo,
partiendo del carácter formal y solemne del testamento y contra la mayoría de la doctrina,
niega que en el testamento se pueda acudir a los actos coetáneos y posteriores.

iii.Jordano  Barea  cree  que  es  posible  también  aplicar  a  la  interpretación  del
testamento  el  artículo  1283,  por  aludir  al  alcance  subjetivo  de  las  expresiones
generales (García Amigo entiende que esta norma está absorbida por el artículo 675) así
como el artículo 1285 que contiene un criterio interpretativo general al ordenar que se
interpreten las cláusulas de los contratos las unas por las otras.

El Tribunal Supremo sin embargo rechaza la aplicación de los artículos 1286 a 1289 Cc
en  la  interpretación  testamentaria,  al  contener  las  llamadas  reglas  de  interpretación
objetiva. Ésto es así porque en la interpretación del testamento, como ya se ha señalado,
se debe buscar la verdadera voluntad del testador sin que quepa pensar en un conflicto de
intereses entre los sujetos de la relación sucesoria, mientras que en  el ámbito de los
negocios jurídicos inter vivos  el interprete debe tratar de resolver el posible conflicto de
intereses entre el declarante y el destinatario de la declaración.
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Siguiendo con la tesis de Jordano Barea  y en relación al artículo 1288 del Código Civil,
opina éste que no tiene sentido una interpretación contra el autor de la cláusula oscura, por
lo que tal norma queda limitada en su aplicación a los negocios jurídicos inter vivos. Lo
mismo opina dicho autor en relación al artículo 1289 por referirse exclusivamente a los
negocios inter vivos con prestaciones recíprocas, sin perjuicio de poder aplicar a la
interpretación del testamento el último párrafo del precepto en el sentido de que si no
puede venirse en conocimiento de cuál fue la voluntad del testador, la disposición de
última voluntad será nula.

Considera  Jordano  que  evidentemente  se  puede  aplicar  por  analogía  al  testamento
la norma  que  contiene  el  artículo  1284,  que  ordena  entender  las  cláusulas  en  el  sentido
más  adecuado  para  que  produzcan  efectos,  ello  por  la  imposibilidad  de  revocar  las
disposiciones de última voluntad.

En cuanto al principio de buena fe recogido en el artículo 1258 afirma Jordano que es
aplicable solamente a los negocios patrimoniales inter vivos  y no al testamento.

4. INVESTIGACIÓN DE LA VOLUNTAD DEL TESTADOR.
Respecto al momento que debe tenerse en cuenta para determinar cual es  la voluntad

del testador, estima la mayoría de la doctrina, siguiendo a Jordano Barea, que al ser el
testamento un negocio perfecto desde su otorgamiento, el intérprete al realizar su labor
debe  buscar  la  verdadera  voluntad  del  testador  en  el  momento  en  el  que  otorga  el
testamento.  Ésto  es  así  porque  durante  el  tiempo  que  media  entre  la  redacción  del
testamento y su apertura pueden  haber cambiado las circunstancias que determinaron su
redacción, lo cual lleva al hecho de que la voluntad del testador fue una en el momento de
otorgar el testamento y otra distinta en el momento de su fallecimiento.

Frente a esta teoría se alza la de aquellos que afirman que el testamento es un negocio
in itinere  hasta la muerte del testador, por lo que el intérprete debe indagar acerca de cuál
sea  la  auténtica  última  voluntad  del  testador  (es  la  postura  defendida  por  Lange  y
Feldmann).

Sin embargo debido al carácter mortis causa del testamento, ésto es, a que  sólo produce
efectos  a  partir  de  la  muerte  del  testador,  parece mas  acertada  la  primera  de  las  tesis
apuntadas, confirmada entre otras por la sentencia del Tribunal Supremo de 8 de julio de
1940.

Otro  de  los  problemas  que  se  plantean  en  relación  a  ésta  materia  es  que  en  ciertas
ocasiones se da la circunstancia de que el testador no expresa su voluntad  correctamente,
ocultando  las  palabras  su  verdadera  intención.  Tal  hecho  se  da  sobre todo en el caso
de testamentos otorgados sin intervención de Notario, como es el caso del  testamento
ológrafo.  En  tales  supuestos  la  intención  del  testador es  contraria  al sentido literal
de las palabras usadas por el mismo. En el caso de testamentos otorgados ante Notario, éste
redacta el instrumento público interpretando la voluntad del otorgante y acomodándola  a
las  formalidades  jurídicas  necesarias  para  que  produzca  efecto,  así cuando el Notario
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logra que la declaración del testador consista en una regulación de los efectos  jurídicos
queridos,  se  reducirá  en  gran  medida la  necesidad  de  que  los Tribunales de justicia
deban interpretar la voluntad de testador.

Por otro lado se surge la cuestión de que en el caso de emplear el testador palabras que
tengan diverso significado en el lenguaje jurídico y en el lenguaje vulgar ¿Cuál de ellos
debe prevalecer?  Según la línea marcada por la jurisprudencia en este punto, se optará por
el significado legal y no por el usual, salvo que sea clara la intención del testador en otro
sentido, al respecto son destacables las sentencias del Tribunal Supremo de 27 de octubre
de 1903 y 28 de junio de 1947. Por su parte, la Resolución de la DGRN de 25 de septiembre
de  1987  se  pronuncia  en  idéntico  sentido,  al  entender  lógico  que  en  un testamento
autorizado por un Notario las palabras empleadas en su redacción tengan el significado
técnico que les asigna el ordenamiento jurídico, al ser labor del Notario que la redacción
del testamento se ajuste a la voluntad del testador.

Un ejemplo del diferente significado vulgar y jurídico de las palabras lo encontramos
en relación a los alimentos entre parientes, donde el artículo 142 C.C. define por tales”todo
lo  que  es  indispensable  para  el  sustento,  habitación,  vestido  y  asistencia  medica”
desprendiéndose de tal artículo que en el lenguaje jurídico el término alimentos es más
amplio que en el lenguaje vulgar.

5. CALIFICACIÓN JURÍDICA DE LA VOLUNTAD DECLARADA.
Dentro de la materia que nos ocupa, es preciso distinguir la interpretación de la voluntad

del testador (que aclara  una voluntad dudosa), de la calificación jurídica de tal voluntad
(que la enmarca dentro de una de las figuras reguladas por nuestro ordenamiento para que
surta los consiguientes efectos jurídicos).

En este sentido la sentencia de 8 de julio de 1940 señaló que “la interpretación tiene
como fin determinar la calificación jurídica del acto y la determinación de sus efectos”. Un
ejemplo de calificación jurídica y no de interpretación es la aplicación práctica del párrafo
segundo  del  artículo  668  del  Código  Civil  que  indica;”  En  la  duda  aunque  el testador
no  haya  usado  materialmente  la  palabra  heredero,  si  su  voluntad  está  clara acerca
de  este  concepto,  valdrá  la  disposición  como  hecha  a  título  universal  o  de herencia”.

6.  OTROS  MEDIOS  DE  INTERPRETACIÓN  DEL  TESTAMENTO:
LA  PRUEBA EXTRÍNSECA.

Para interpretar la voluntad del testador se utilizan diversos medios: palabras emplea-
das en su redacción, otras cláusulas del mismo testamento e incluso de otros, costumbres,
conducta,  lenguaje  utilizado,  así  como  todos  aquellos  medios  que  permitan  llegar  a
conocer la verdadera voluntad del testador. En esta labor es posible que no basten los
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elementos que contiene el testamento (medios intrínsecos) y deba por tanto acudirse a
otros medios externos a él, apareciendo así la denominada prueba extrínseca.

Señala  García  Amigo  que  el  fundamento  de  la  prueba  extrínseca  se  encuentra  en
el principio subjetivo que inspira la interpretación del  testamento,  pudiendo emplear en
la labor interpretativa todos aquellos medios de prueba extrínsecos en los que se reflejen
los estados psíquicos que garanticen su autenticidad, como cartas, diarios, testamentos
anteriores, etc…

Entre  la  doctrina  se  ha  planteado  la  cuestión  de  si  debido  al  carácter  formal
del testamento,  debe  la  interpretación  ceñirse  a  los  medios  intrínsecos,  o  si  se  admite
el recurso  a  medios  extrínsecos,  ajenos  al  testamento,  ésto  es,  si  en  la  búsqueda  de
la voluntad del testador se puede ir mas allá del testamento acudiendo a otras fuentes de
información.  Al  respecto  se  pueden  diferenciar  claramente  las  siguientes  posturas
doctrinales:

Por  un  lado  los  autores  que  rechazan  la  prueba  extrínseca,  como  De  Diego,  Osorio
Morales, que  pretenden impedir que se acepte como última voluntad la que no se halla
declarada en  el instrumento y acogen como argumentos para negar la prueba extrínseca
el carácter  formal del testamento, recogido en el artículo 687 CC, así como el artículo 675
CC que alude a “la intención del testador según el tenor del mismo testamento”. Por otro
lado se encuentra  la doctrina favorable a la admisión de la prueba extrínseca, como
Jordano Barea y Roca Sastre que afirman que en nuestro Código Civil hay base legal
suficiente   para   su   admisión,   entre   otros   en   el   artículo 773   relativo   a   la determinación
del heredero por las circunstancias, que no restringe los medios que se pueden utilizar para
indagar la voluntad del declarante ya que mediante tal precepto es posible salvar el error
en la designación del heredero ”cuando de otra  manera pueda saberse ciertamente cual sea
la persona nombrada”. También se invoca, en defensa de la prueba extrínseca, el artículo
1282 CC, ubicado en sede de interpretación del contrato al que se ha hecho referencia con
anterioridad. Jordano Barea afirma que el artículo 675 del  Código,  circunscribe  el  objeto
de  la  interpretación,  que  es  la  voluntad  declarada, pero no los materiales intrínsecos
o extrínsecos que se pueden emplear.

Una  posición  intermedia  es  la  defendida  por  Salvador  Coderch  que  admite  la  prueba
extrínseca in extremis, cuando no hay otro medio testamentario.

La jurisprudencia en general se muestra favorable a la admisión de la prueba extrínseca:
entre otras fue admitida por la sentencia de 6 de noviembre de  1962,  la sentencia de 8 de
mayo   de   1979,   que   admitió   como   elemento   interpretativo   del   testamento   el
significado dado a sus disposiciones por las personas implicadas, y la sentencia de 8 de
julio  de  1940.  Tal  admisión  de  la  prueba  extrínseca  se  realiza  no  sin  las  debidas
precauciones, exigiendo la jurisprudencia que el sentido averiguado mediante el uso de
la  misma  tenga  alguna  expresión  en  las  cláusulas  del  testamento  y  ello  debido  al
carácter formal y solemne del testamento.
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7. INTEGRACIÓN DE LA VOLUNTAD DEL TESTADOR.
El Tribunal Supremo en sentencia de 8 de julio de 1940 señaló que “no  es lícito que bajo

pretexto de función interpretativa o integrativa, se forje la intención del testador y se
construya el acto jurídico con elementos ajenos a la declaración”. A ello no se opone sin
embargo  la  posibilidad  de  integrar  la  declaración  del  testador  para  asegurar  la eficacia
de  lo  querido  por  él,  pero  no  para  suplantar  su  voluntad  ni  para  añadir  a  la misma
lo que no se sabe si pudo querer.

García Amigo se pronuncia acerca de esta delicada   interpretación integrativa y señala
que  es  “la  actividad  del  juzgador  cuya  misión  consiste  en  investigar  la  voluntad
testamentaria  y  las  consecuencias  del  contenido  del  testamento  para  determinar  la
regulación de algún punto no previsto en aquél”, se trata de ser fiel a la voluntad del
testador  cuando  no  hay  duda  de  lo  que  ha  querido  sin  que  lo  haya  expresado  con
claridad, tal tipo de interpretación logra que se realice la verdadera voluntad el testador,
no  la  del  juez  o  intérprete.  Reconoce  García  Amigo  que  en  la  práctica  es  difícil
distinguir los casos en que el juez interpreta integrativamente la voluntad del testador
manifestada  de  modo  incompleto,  de  aquellos  otros  en  que  se  completa  el  negocio
creando una disposición que sustituya a la voluntad inexistente del testador.

Por  su  parte  la  ley  contiene  algunas  disposiciones  dirigidas  a  integrar  el  testamento,
generalmente  de  naturaleza  dispositiva,  que  se  aplican  cuando  conste  no  ser  otra  la
voluntad del testador, es el caso de los ya citados artículos 747, 749, 751…

8. INTERPRETACIÓN Y CASACIÓN.
Es reiterada la jurisprudencia en la que se aborda la posibilidad de revisar en casación

la interpretación del testamento que realizan los tribunales inferiores, fundamentándola
en dos  motivos:  infracción  de  la  doctrina  legal  o  jurisprudencia  sobre  la  hermenéutica
testamentaria o por impugnación de los hechos probados en base a error.

La sentencia de Tribunal Supremo de 7 de mayo de 1990 señaló “la interpretación del
testamento  es  labor  de  los  juzgados  de  instancia,  cuyas  conclusiones  hermenéuticas
deben  ser  respetadas  en  casación  salvo  que  puedan  ser  calificadas  de  ilógicas  o
contrarias a la voluntad del testador”.

9.  ELEMENTOS  PERSONALES  QUE  INTERVIENEN  EN  LA
INTERPRETACIÓN DEL TESTAMENTO.

Como se ha señalado con anterioridad la interpretación del testamento es la actividad
judicial   encaminada   a   fijar   la   voluntad   normativa   del   causante,   por   lo   que   la
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interpretación corresponde en primer lugar a los órganos judiciales, sin perjuicio de que
el error en la interpretación pueda ser revisado en casación.

Se distingue por otro lado dentro de la interpretación testamentaria la figura del albacea;
básicamente  corresponde  a  éste  la  ejecución  del  testamento,  labor  que  diverge  de  la
interpretación, ya que la interpretación es previa a la ejecución pues para ejecutar una
última  voluntad  ha  de  saberse  en  qué  consiste.  Pese  a  su  diferencia  ambas  funciones
pueden realizarse por una misma persona pudiendo así el albacea resolver las dudas que
plantee la voluntad el testador dentro de los límites marcados por la ley. Respecto de la
interpretación llevada a cabo por el albacea, el Tribunal Supremo en diversas ocasiones
ha reconocido que el testador puede imponer la misma a los interesados en la herencia
prohibiéndoles que recurran contra ella. Lo que no permite la jurisprudencia es que la
interpretación realizada por el albacea prive a los interesados de su derecho a recurrir ante
la vía judicial, sin que a tal efecto tenga preferencia la interpretación realizada por aquel,
resolviendo los órganos judiciales libremente.

En la interpretación del testamento también puede intervenir la figura del árbitro; así el
testador puede nombrar árbitros para que resuelvan lo que consideren oportuno en los
conflictos  sobre  interpretación  testamentaria.  Tal  circunstancia  se  infiere  de  la  ley
reguladora  del  arbitraje  de  23  de  diciembre  del  2003  cuyo  artículo  10  establece  la
posibilidad  de  instituir  árbitro  mediante  disposición  testamentaria  para  resolver  las
diferencias   que   puedan   surgir   entre   herederos   no   forzosos   y   legatarios   sobre
la administración y distribución de la herencia.

Por último es preciso señalar la opinión generalizada de la doctrina, entre ellos Castán
Vázquez, en el sentido de que la interpretación sólo puede tener lugar una vez producida
la muerte del testador, todo lo que el mismo testador diga para interpretar lo que ordena en
el testamento, será una aclaración de su última voluntad formando parte de ella.
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Guillermo Dromant Jarque, Registrador de la Propiedad, ha leído el trabajo titulado:
"DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO Y CALIFICACIÓN REGISTRAL DE LOS
NEGOCIOS INTERVIVOS OTORGADOS POR PERSONAS CASADAS EN RÉGIMEN
ECONÓMICO MATRIMONIAL EXTRANJERO, Y DE LOS TÍTULOS JUDICIALES A
ELLOS AFECTANTES." de D. Gonzalo Aguilera Anegón, Registrador de la Propiedad,
publicado en la revista “Buhaira" (nº 154 de diciembre de 2005) , y nos comenta:

DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO Y CALIFICACIÓN
REGISTRAL DE LOS NEGOCIOS INTERVIVOS OTORGADOS POR

PERSONAS CASADAS EN RÉGIMEN ECONÓMICO
MATRIMONIAL EXTRANJERO, Y DE LOS TÍTULOS JUDICIALES

A ELLOS AFECTANTES.

                         (Publicado en la Revista “La Buhaira “, nº 154, Diciembre 2005)

GONZALO AGUILERA ANEGÓN, Registrador de la Propiedad, analiza en este trabajo, y con
un propósito eminentemente práctico, aspectos generales del Derecho Internacional Privado, en
relación con la calificación registral (en lo relativo a la determinación y prueba del Derecho Extranjero
en el ámbito registral), para luego examinar los aspectos más relevantes de los negocios adquisitivos
y de disposición intervivos, otorgados por personas casadas en régimen económico matrimonial sujeto
a una legislación extranjera, así como la inscripción de los títulos judiciales expedidos por Juez
español, en relación con los derechos inscritos a favor de dichas personas.

Al respecto, distingue las siguientes cuestiones:

I. CALIFICACIÓN REGISTRAL Y DERECHO EXTRANJERO.

Según el art 27 del CC, los extranjeros gozan en España de los mismos derechos civiles que los
españoles, salvo lo dispuesto en las leyes especiales y en los tratados.

Las principales limitaciones derivan de la normativa sobre instalaciones estratégicas o de la defensa
nacional (Ley de 12 de Marzo de 1975 y su Reglamento de 10 de Febrero de 1978), o de la normativa
sobre inversiones extranjeras, aunque éstas ya muy desdibujadas tras la reforma introducida por la
normativa de 23 de Abril de 1999 (RDGRN de 24 de julio de 2001).

Por tanto, a la hora de calificar el título, el Registrador deberá tener en cuenta ese factor extranjero,
y aplicar el Derecho Extranjero que corresponda.
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Pero, así como existe obligación legal de conocer el Derecho Español (art 1-7º CC), para la
aplicación del Derecho Extranjero, es precisa su previa determinación y prueba. Se plantean, pues, dos
problemas:

- Qué Derecho extranjero es de aplicación, de los varios que guardan relación con el supuesto de
hecho (problema de la determinación del Derecho extranjero aplicable).

- Cuál es el contenido de ese Derecho Extranjero (problema de la prueba del Derecho Extranjero).

A) DETERMINACIÓN DEL DERECHO EXTRANJERO APLICABLE.

Dicha determinación se realiza a través de las llamadas normas de conflicto, que son de aplicación
obligatoria por el Registrador, de oficio (RDGRN de 18 de Enero de 2005). Sin embargo, dichas
normas de conflicto se aplicarán con las limitaciones derivadas del art 12 del CC (fraude de ley, orden
público internacional y reenvío):

1. El fraude de ley, que supone la utilización de una norma de conflicto, con el fin de eludir una
norma española, es una cuestión extrarregistral, que excede del ámbito de la calificación.

2. El orden público internacional está constituido por un conjunto de principios fundamentales
básicos e irrenunciables de un ordenamiento jurídico, que imposibilitan la aplicación de la solución
adoptada por el Derecho extranjero, al cual se remite la norma de conflicto aplicada, por estar en
contradicción con dichos principios. Los mismos se contienen básicamente en la Constitución
Española, pero también en otros sectores más concretos, como el Derecho Hipotecario o Registral, que
es de ineludible aplicación según las normas de nuestro Derecho Internacional Privado, ya que según
el art 10,1º del CC, la posesión, la propiedad y los demás derechos sobre los bienes inmuebles se
regirán por la ley del lugar en que se hallen.

Ahora bien, la excepción de orden público internacional es distinta según se trate de aplicar una ley
extranjera a los efectos de crear una situación jurídica (orden público internacional pleno), o bien de
reconocer efectos a una situación jurídica nacida en el extranjero, con arreglo a una ley extranjera, que
es la aplicable, y que considera válida dicha situación (por ejemplo, los matrimonios poligámicos)
(orden público internacional atenuado). Este último permite, desde el punto de vista registral, y como
uno de sus efectos, la inscripción de los títulos afectados por dichas situaciones. La tesis del orden
público internacional atenuado ha sido acogida tanto por la Jurisprudencia del TS (S. 12 de Julio de
1969), como por la Doctrina de la DGRN (R. 3 de Diciembre de 1996, y 20 de Febrero de 1997).

3. El reenvío: Las normas de conflicto españolas sólo admiten el reenvío de primer grado, al señalar
el art 12,2º CC que la remisión al Derecho extranjero se entenderá hecha a su ley material, sin tener
en cuenta el reenvío que sus normas de conflicto puedan hacer a otra ley que no sea la española.

Ahora bien, frente a la tesis del art 12-2º CC, que determina la aplicación del reenvío de primer grado
de un modo automático y formalista, con la finalidad exclusiva de hacer aplicable la ley española, la
Doctrina y la Jurisprudencia actuales entienden que la aplicación del reenvío no puede realizarse de
manera automática, sino en función del caso concreto, y con la finalidad de alcanzar una solución justa.
Es la llamada concepción funcional del reenvío, que sólo admite el mismo cuando comporta resultados
materiales satisfactorios (STS de 21 de Mayo de 1999, 15 de Noviembre de 1996, y 23 de Septiembre
de 2002), y que, en definitiva, pone de manifiesto que la aplicación del reenvío depende del caso
concreto, y de las circunstancias de hecho que lo rodean.

Como conclusión, según Rafael Rivas Andrés, aunque no se puede negar que la cuestión del
reenvío es estrictamente jurídica, no es menos cierto que los requisitos que el Tribunal Supremo exige
para su aplicación, constituyen una cuestión de hecho, que difícilmente puede ser apreciada por un
Notario o por un Registrador español, por lo que, desde el punto de vista registral, y dados los limitados
medios con los que cuenta el Registrador para su calificación, el reenvío no es una cuestión calificable

O
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por el Registrador, puesto que depende de diversas circunstancias extrarregistrales. En consecuencia,
el Registrador no debe admitir el reenvío, y ha de limitarse a aplicar el Derecho extranjero invocado
por las normas de conflicto, sin perjuicio del derecho de los interesados para ventilar y contender entre
sí sobre la admisibilidad o no del reenvío en cada caso concreto. Además, según el autor, la no
aplicación del reenvío en la calificación no implica la desprotección jurídico registral de los posibles
beneficiarios del mismo, pues nuestro ordenamiento registral prevé determinados mecanismos
protectores de los posibles intereses de aquéllos (por ejemplo, la anotación de demanda, las
excepciones de la fe pública registral que, en materia sucesoria, establece el art 28 LH, etc), y así lo
reconoció la RDGRN de 6 de Abril de 1976.

B) LA PRUEBA DEL DERECHO EXTRANJERO.

Una vez determinado el Derecho extranjero a aplicar, es precisa su acreditación y prueba, ya que
el Registrador no tiene la obligación de conocer el Derecho extranjero.

Así, el art 12, 6º CC señala que la persona que invoque el Derecho extranjero, deberá acreditar su
contenido, por los medios admitidos por la ley española. Y el art 281,2º LEC se pronuncia en similares
términos, pudiendo el Tribunal valerse de los medios de averiguación que estime pertinentes para su
aplicación.

La evolución encaminada a dar mayor participación al órgano jurisdiccional en la averiguación y
prueba del Derecho extranjero, ya había sido anticipada en el ámbito extrajudicial, en el que existen
normas propias y especiales, que se apartan del art 281 LEC, que se convierte así en precepto
subsidiario de aquéllas. Así ocurre en el ámbito del Registro Civil, donde el Derecho Extranjero es de
frecuente aplicación (arts 15 LRC y 91 RRC a sensu contrario), en el Derecho Notarial (art 168-4º R.
Notarial), o en el ámbito del Derecho Registral, a través del art 36 del RH, en el que se señalan los
siguientes mecanismos de acreditación del Derecho Extranjero:

- Conocimiento suficiente de la legislación extranjera por el Registrador, bajo su responsabilidad.
- Entre otros medios, la aseveración o informe de un notario o cónsul español, o de diplomático,

cónsul o funcionario competente del país de la legislación que sea aplicable.

Cabe hacer dos precisiones:
- El conocimiento directo del Derecho extranjero por el Registrador no supone la obligación de

aplicar de oficio el Derecho extranjero, sino de una mera facultad de hacerlo (RDGRN de 17 Enero
de 1951 y 22 de Marzo de 1974).

- Las pruebas documentales aportadas (informes) son de libre apreciación por el Registrador
(RDGRN de 14 de julio de 1965 y 14 de Diciembre de 1981).

La DGRN ha aplicado reiteradamente el art 36 del RH, a los fines de prueba del Derecho extranjero,
en los casos en que proceda. Así, las RDGRN de 5 de Febrero de 2005, 18 de Febrero de 2005, y la
de 1 de Marzo de 2005, señalando esta última que si la calificación alcanza a la validez de los actos
a inscribir, el elemento básico de toda calificación ha de ser el Derecho aplicable, que, cuando es
extranjero, excepciona el principio iura novit curia, y justifica la necesidad de acreditar que dicha
validez se da en contraste con el mismo. En definitiva, igual que en la esfera judicial el Derecho
extranjero ha de ser objeto de prueba, también lo ha de ser en la esfera registral (RDGRN 17 de Enero
de 1955, 14 de Julio de 1965, y 27 de Abril de 1999), salvo que el Registrador, por conocer la
legislación extranjera, decida, bajo su responsabilidad, prescindir de dicha prueba, dejando constancia
expresa de ello en el asiento que practique. Y si bien el precepto reglamentario se refiere a la legalidad
de las formas documentales y a la capacidad de las personas, sus soluciones parecen perfectamente
aplicables al supuesto de prueba de la validez material del acto o negocio a inscribir. Incluso, como
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ya señaló la RDGRN de 27 de Abril de 1999, a estos efectos, un “informe” suele ser más práctico que
un simple certificado del contenido literal de la legislación extranjera, en muchas ocasiones de difícil
inteligibilidad, y con frecuencia expuesta a interpretaciones equivocadas.

II. INSCRIPCIÓN DE NEGOCIOS ADQUISITIVOS Y DISPOSITIVOS INTERVIVOS
OTORGADOS POR CÓNYUGES SUJETOS A RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMO-
NIAL EXTRANEJRO, Y DE PROCEDIMIENTOS JUDICIALES A ELLOS
AFECTANTES.

NEGOCIOS ADQUISITIVOS Y DISPOSITIVOS INTERVIVOS OTORGADOS POR
CÓNYUGES SUJETOS A RÉGIMEN MATRIMONIAL EXTRANJERO.

A) INTRODUCCIÓN.

En principio, la norma a aplicar, por tratarse de actos relativos al dominio y demás derechos reales
sobre inmuebles, es la ley española (arts 10-1º y 12-6º CC). Ahora bien, como señaló el Tribunal
Supremo en Sentencia de 15 de Marzo de 1984, la aplicación de las normas de conflicto sobre derechos
reales sólo procede cuando se debatan cuestiones de naturaleza jurídico real, y siempre y cuando el
bien no esté integrado en un conjunto patrimonial sometido a otra norma de Derecho Internacional
Privado, como puede ser, por ejemplo, el patrimonio conyugal.

B) DETERMINACIÓN DE LA LEY APLICABLE AL RÉGIMEN ECONÓMICO
MATRIMONIAL.

RÉGIMEN LEGAL
La materia se regula en el art 9-2º del CC, que establece: Los efectos del matrimonio se regirán por

la Ley personal común de los cónyuges al tiempo de contraerlo; en defecto de esta Ley, por la Ley
personal o de la residencia habitual de cualquiera de ellos, elegida por ambos en documento auténtico
otorgado antes de la celebración del matrimonio; a falta de esta elección, por la Ley de la residencia
habitual común inmediatamente posterior a la celebración, y, a falta de dicha residencia, por la del lugar
de celebración del matrimonio.La nulidad, la separación y el divorcio se regirán por la Ley que
determina el artículo 107.

Por tanto, dicho precepto es de aplicación a los siguientes aspectos:

1. El llamado régimen económico matrimonial primario (que engloba obligaciones como la de
contribuir a las cargas familiares, la responsabilidad frente a terceros por deudas de un cónyuge
asumidas en interés de la familia, etc). Sin embargo, según la RDGRN de 13 de Enero de 1999, las
normas que regulan este régimen matrimonial primario, no son de aplicación a los casos internacio-
nales.

2. Las relaciones personales entre los cónyuges, que tienen un carácter más moral que jurídico, y
que no se traducen en normas de carácter imperativo.

3. Los derechos sucesorios que legalmente corresponden al cónyuge viudo. Así lo dispone el art
9-8º CC, al establecer que la sucesión por causa de muerte se regirá por la Ley nacional del causante
en el momento de su fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el país donde
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se encuentren. Sin embargo, las disposiciones hechas en testamento y los pactos sucesorios ordenados
conforme a la Ley nacional del testador o del disponente en el momento de su otorgamiento
conservarán su validez, aunque sea otra la Ley que rija la sucesión, si bien las legítimas se ajustarán,
en su caso, a esta última. Los derechos que por ministerio de la Ley se atribuyan al cónyuge supérstite
se regirán por la misma Ley que regule los efectos del matrimonio, a salvo siempre las legítimas de los
descendientes. Ahora bien, la DGRN, en Resoluciones de 22 de Marzo y 18 de Junio de 2003,
entiende que tales derechos legitimarios se rigen por la ley reguladora de la sucesión (la ley nacional
del causante al tiempo de su fallecimiento), señalando que, con carácter general, debe regir el principio
de unidad de la ley sucesoria, por lo que los derechos legitimarios del viudo se regirán por la ley
sucesoria del causante, debiendo ser interpretada la remisión a la ley que rige los efectos del matrimonio
exclusivamente a los ligados a los efectos personales o estatuto primario patrimonial. Así, fallecido uno
de los esposos, para establecer los derechos sucesorios del supérstite, se deberá calificar su ley personal
común sobrevenida.

4. La procedencia o no de la liquidación del régimen económico matrimonial tras una separación
judicial o un divorcio, o una declaración de fallecimiento, se regula por la ley aplicable a la separación
o al divorcio. Sin embargo, la liquidación del régimen económico matrimonial en defecto de pacto,
sí se rige por el citado art 9-2º CC.

5. Donaciones entre cónyuges, rige la ley aplicable a las obligaciones contractuales. Y si se trata
de donaciones incluidas en capitulaciones matrimoniales, se aplica el art 9-3º CC.

RÉGIMEN PACTADO

El art 9-3º CC señala que los pactos o capitulaciones por los que se estipule, modifique o sustituya
el régimen económico del matrimonio serán válidos cuando sean conformes bien a la Ley que rija los
efectos del matrimonio, bien a la Ley de la nacionalidad o de la residencia habitual de cualquiera de
las partes al tiempo del otorgamiento.

Al respecto, cabe añadir las siguientes consideraciones:

1. LEY APLICABLE A LA FORMA DE LAS CAPITULACIONES.

El art 11-2º CC señala que si la Ley reguladora del contenido de los actos y contratos exigiere para
su validez una determinada forma o solemnidad, será siempre aplicada, incluso en el caso de otorgarse
aquéllos en el extranjero. Por ello, si no se cumple el requisito de forma, las capitulaciones serán nulas
(art 1280-5º CC).

Respecto de las capitulaciones otorgadas ante funcionario diplomático o consular español en el
extranjero, el art 11-3º CC señala que será de aplicación la Ley española a los contratos, testamentos
y demás actos jurídicos autorizados por funcionarios diplomáticos o consulares de España en el
extranjero.

2. PUBLICIDAD REGISTRAL DE LAS CAPITULACIONES.

En caso de que las capitulaciones se otorgaran en el extranjero, y estuvieren inscritas en el país
extranjero, no son las mismas oponibles a terceros de buena fe en España, ya que la publicidad registral
tiene un alcance limitado al territorio del Estado del que depende el Registro.
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Si las capitulaciones se otorgan en España, y fueren inscribibles, por contener bienes inmuebles,
se exigiría la inscripción previa en el Registro Civil del matrimonio de los cónyuges otorgantes, aunque
éstos fueran extranjeros (arts 77 LRC y 266 RRC). En tal caso, el Registro competente sería el Registro
Civil Central de Madrid.

C) ADQUISICIONES REALIZADAS POR CÓNYUGES CASADOS EN RÉGIMEN ECO-
NOMICO MATRIMONIAL SUJETO A UNA LEY EXTRANJERA. EXAMEN DEL ART 92
RH.

El art 92 del RH dispone: Cuando el régimen económico-matrimonial del adquirente o adquirentes
casados estuviere sometido a legislación extranjera, la inscripción se practicará a favor de aquél o
aquéllos haciéndose constar en ella que se verifica con sujeción a su régimen matrimonial, con
indicación de éste, si constare.

El citado precepto trata de solucionar dos cuestiones:
- A favor de quién debe practicarse la inscripción, que se realizará a favor del o de los adquirentes,

pero no a favor del no adquirente, aunque lo alegado sea un régimen de comunidad germánica.
- Si en el momento de la adquisición, debía o no acreditarse el régimen económico matrimonial

aplicable.
En cuanto a esta segunda cuestión, la DGRN, en numerosas Resoluciones (R. 16 De Diciembre

de 2002, y 14 de Octubre de 2003, entre otras), señala que no es necesario acreditar el régimen
económico matrimonial del o de los adquirentes en el momento de la inscripción de la adquisición,
difiriendo el problema para el momento de la enajenación posterior, pues dicha expresión del régimen
podría obviarse si después la enajenación o gravamen se realiza con el concurso de ambos cónyuges
(enajenación voluntaria), o demandando a ambos (enajenación forzosa), lo cual no excluye, claro está,
la posibilidad de su acreditación, haciéndose constar en este caso en la inscripción.

Por tanto, en tales casos bastará la mera manifestación de los interesados, siguiendo la regla general
de que el régimen económico matrimonial legal se hace constar por simple manifestación, sin
necesidad de prueba. Sólo en los casos de régimen económico matrimonial pactado en capitulaciones,
se exige la prueba del régimen económico matrimonial, mediante la aportación de dichas capitulacio-
nes, o del correspondiente certificado del Registro Civil (RDGRN de 18 de Enero de 2003).

Una cuestión importante en esta materia es la de si debe determinarse la proporción en el derecho
adquirido, en el supuesto de adquisición por ambos cónyuges (art 54 RH).

En este punto, el autor  resalta que, en caso de adquisición del bien por cónyuges sujetos a régimen
matrimonial derivado de una ley extranjera, y en tanto no se acredite que se trata de un régimen de
comunidad germánica similar al español (y aún en este caso, quizás, también, pues no hay regla que
diga lo contrario), debe indicarse la proporción en la que ambos cónyuges adquieren, no sólo porque
tal comunidad romana no es incompatible con el régimen económico matrimonial de gananciales, sino
porque esa forma de inscripción no prejuzga la naturaleza del régimen económico matrimonial (que
puede ser de comunidad o de separación), a diferencia de la inscripción que se practica sin expresión
de cuotas, que presupone un régimen de comunidad germánica. Este criterio ha sido confirmado por
la DGRN  en Resoluciones de 19 de Diciembre de 2003, 10 de Enero y 4 de Febrero de 2004, en las
que se señalaba que, afirmado por el Registrador que el régimen económico matrimonial de los
adquirentes es el de separación, sin que tal afirmación haya sido desvirtuada, el art 54 del RH impone
la fijación de la cuota indivisa correspondiente a cada uno de los adquirentes.
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D) DISPOSICIÓN DE LOS BIENES INSCRITOS CONFORME AL ART 92 DEL RH.

- BIEN INSCRITO A FAVOR DE UN SOLO ADQUIRENTE. En este caso, si la inscripción
se practicó con arreglo a su régimen matrimonial, y éste no constare acreditado, la disposición del bien
por dicho titular exige, o la acreditación, conforme al art 36 RH, de la legitimación por sí del mismo
para disponer, por permitirlo así su régimen económico matrimonial, o el consentimiento de su
cónyuge respectivo. Si lo transmitido fuera una vivienda, y en relación con las posibles limitaciones
derivadas del carácter de la misma como vivienda familiar, las cuestiones relativas al denominado
régimen matrimonial primario, se rigen por la ley aplicable a los efectos del matrimonio, y, por tanto,
las normas del CC sobre vivienda familiar no son de aplicación a los regímenes matrimoniales
sometidos a la legislación extranjera (RDGRN de 13 de Enero de 1999).

- BIEN INSCRITO A FAVOR DE AMBOS CÓNYUGES. Si concurren ambos al otorgamien-
to del acto dispositivo, no es necesario acreditar el régimen matrimonial sujeto a la legislación
extranjera propia de ambos titulares registrales, ya que ambos agotan la totalidad de derechos sobre
el bien (RDGRN de 16 de Diciembre de 2002 y 28 de Enero de 2003). Es más, aún en el caso de que
se trate de la herencia de una persona extranjera, no constando registralmente el régimen económico
al que se encontraba sometido el matrimonio, tampoco se exigió tal acreditación, por entender la DG
que la viuda y la única heredera englobaban todos los intereses existentes para la liquidación de la
sociedad conyugal y la partición de la herencia (RDGRN de 27 de Noviembre de 2003).

III. PROCEDIMIENTOS JUDICIALES.

En este punto analiza el autor sólo aquellas resoluciones judiciales dictadas por Jueces y Tribunales
españoles, que, afectando a bienes inscritos a favor de cónyuges sometidos a una legislación
extranjera, presentan mayor relevancia desde el punto de vista registral.

A) ANOTACIONES DE EMBARGO.

1. INSCRIPCIÓN DEL BIEN A FAVOR DEL ADQUIRENTES O ADQUIRENTES EX-
TRANJEROS, SIN QUE CONSTE ACREDITADO SU REGIMEN ECONÓMICO MATRI-
MONIAL.

- Para anotar el embargo, el mismo debe dirigirse directamente contra el titular registral (RDGRN
de 3 de Marzo de 2001). Al respecto, cabe decir que no es aplicable el art 144 RH, porque no se sabe
cuál es el régimen matrimonial del titular registral (RDGRN de 3 de Julio de 1998). Sin embargo, en
aras de la celeridad y finalidad de la medida cautelar, parece admisible, según el autor, que, en todo
caso, se realice la notificación del procedimiento y del embargo trabado al otro cónyuge, para que
éste pueda utilizar los medios de defensa previstos en la ley procesal (art 541 LEC), de tal forma que
si el régimen matrimonial fuera de separación, o en el que cada cónyuge responde de sus deudas con
los bienes que adquiera, la demanda frente al titular registral, en unión de la notificación al otro
cónyuge, sería más que suficiente para anotar el embargo; y si el régimen fuere de comunidad, la
notificación al otro cónyuge podría impedir la responsabilidad del mismo al pago de una deuda propia
del deudor, o, en todo caso, permitirá la salvaguarda de los intereses legítimos de dicho cónyuge en
el bien común.
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- Si el bien está inscrito a favor de ambos cónyuges, y sin atribución de cuotas, y sujeto a una
legislación extranjera, el embargo será anotable si la demanda se dirige contra ambos cónyuges
(RDGRN de 27 de Noviembre de 2003), debido a la indeterminación del régimen económico
matrimonial que rige la adquisición, no bastando en tales casos que la demanda se dirija contra uno
de ellos, y se notifique al otro, pues, como señaló la RDGRN de 3 de julio de 1998, no es parte en la
relación procesal constituida el titular registral del bien a embargar.

Además, la falta de demanda contra el titular registral impediría la inscripción de la enajenación
judicial sin el concurso de dicho cónyuge (RDGRN de 3 de Marzo de 2001).

Si el bien está inscrito a favor de ambos cónyuges de por mitad y pro indiviso, y con sujeción de
cada mitad al régimen económico matrimonial de la legislación extranjera aplicable, cabría anotar el
embargo de cada mitad, si el procedimiento se dirigió contra el respectivo titular registral, y se hubiera
notificado al otro cónyuge (art 541 LEC). Lo que no cabe es embargar y anotar el embargo sobre
la totalidad del bien, dirigiendo el procedimiento contra uno solo de los cónyuges, y notificando al
otro (RDGRN de 3 de Marzo de 2001); para ello, sería preciso que la demanda se dirigiera
conjuntamente contra ambos cónyuges (RDGRN de 27 de Noviembre de 2003).

2. INSCRIPCIÓN DEL BIEN A FAVOR DE PERSONAS CASADAS SUJETAS AL
REGIMEN MATRIMONIAL REGULADO EN LEY EXTRANJERA, CONSTANDO ACRE-
DITADO TAL RÉGIMEN.

- Régimen de separación o de participación: Bastará para anotar el embargo que el procedimiento
se dirija contra el titular registral.

- Régimen de gananciales: Son de aplicación las normas del art 144 RH (RDGRN de 3 de Julio
de 1998 y de 3 de Marzo de 2001).

- Régimen de comunidad universal: La demanda, en principio, deberá dirigirse contra ambos,
aunque habría que estar a las reglas propias de la responsabilidad del bien en cuestión (art 538 LEC).

B) PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN.

1. PROCEDIMIENTO EJECUTIVO ORDINARIO.

El desenvolvimiento procesal de la traba efectuada en procedimiento correctamente entablado
contra los titulares registrales, no debe conducir a exigir un nuevo consentimiento de los mismos, pues
se trata de un acto de autoridad en contra del consentimiento de dichos titulares, siempre que éstos
hayan tenido en el procedimiento los medios legales adecuados para hacer valer sus derechos
(RDGRN de 15 de Julio de 1988 y 3 de Marzo de 2001).

2. EJECUCIÓN HIPOTECARIA.

Normalmente, la hipoteca se habrá constituido con acreditación de los requisitos exigidos por el
Derecho extranjero y el hipotecario español, facilitándose así el desenvolvimiento judicial de la
ejecución hipotecaria, sin perjuicio de los distintos trámites procesales que hayan de llevarse a cabo
(arts 681 y ss. LEC, y 129 a 135 LH). Pero ¿qué ocurre si el gravámen hipotecario que ha de soportar
el adquirente sujeto al Derecho extranjero se produjo como consecuencia de la adquisición de una
finca ya hipotecada, por vía de subrogación?
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La DG en R. de 4 de Marzo de 1999, y en un supuesto de cónyuge sujeto al régimen de gananciales,
admitió la validez de la adjudicación con la sola notificación al cónyuge del deudor, por vía del anterior
art 131-5º LH. Quizás esta solución podría ser aplicable al supuesto contemplado, ya que, con la
notificación en el seno del procedimiento de ejecución (arts 685 y 686 LEC) al cónyuge del deudor,
se salvaguardan todos los posibles intereses en juego, teniendo en cuenta que ni dicho cónyuge es
deudor, ni titular del bien adquirido, aunque el mismo pueda tener carácter común o ganancial, y que,
en todo caso, dicho bien es adquirido con la afección y responsabilidad al pago de la obligación
garantizada con la hipoteca que lo grava, y con ese condicionamiento entra en el patrimonio común.

3. RÉGIMEN DE LAS NOTIFICACIONES A LOS EXTRANJEROS.

Debido a que en el seno del procedimiento de ejecución, el Registrador debe realizar distintas
comunicaciones y notificaciones (arts 659 y 689 LEC), se plantea cuál es el régimen de éstas.

En opinión del autor, debe prevalecer el régimen previsto en la LEC, para destinatarios cuyo
domicilio esté en el extranjero, no sólo por el carácter legal de la norma que lo impone, frente al RH,
sino por su carácter especial y temporal posterior.

A este respecto, debe tenerse en cuenta el Convenio de la Haya de 15 de Noviembre de 1965, sobre
notificaciones en el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales, y el Reglamento de la CE
1348/2000, de 29 de Mayo, que permite la notificación por correo a las personas que residan en otro
Estado miembro del Convenio o Instrumento (arts 14 y 16).

En cualquier caso, la ausencia de comunicaciones o notificaciones no impedirá la inscripción de
la adjudicación (art 660-2º LEC), aunque sí la práctica de las cancelaciones de las titularidades de
cargas y de derechos reales inscritos con posterioridad a la que es objeto de ejecución (RDGRN de
6 de Mayo de 2005).

GUILLERMO JOSÉ DROMANT JARQUE.

VALENCIA, ABRIL DE 2006.
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Francisco Molina Balaguer. Registrador de la Propiedad

SECCIÓN FISCAL
FISCAL

RDGT 1 DE ABRIL DE 2.005.- IR NO
RESIDENTES.- APERTURA DE SUCURSALES.

 Un promotor inmobiliario, con domicilio en el extranjero, pretende abrir una oficina en
España para la captación de clientes, para las promociones que realiza en su propio país
(Estados Unidos) y plantea la posibilidad de considerar la oficina que abra como estable-
cimiento permanente. La DGT considera que, en virtud del convenio bilateral aplicable,
son establecimientos permanentes los lugares fijos de negocio en los que se desarrolle todo
o parte de la actividad empresarial, incluidas las oficinas, pero no donde se realicen
actividades auxiliares o preparatorias, como puedan ser las de publicidad, información,
siempre que no vayan más allá de una mera función auxiliar de la actividad principal. Si,
sobre tal consideración, se concluye que la oficina no es establecimiento permanente, los
beneficios empresariales sólo se someterán a tributación en el país de residencia.

 

RDGT 28 DE ABRIL DE 2.005.- IR NO
RESIDENTES.- SERVICIOS PRESTADOS POR

EMPRESA DOMICILIADA EN EL EXTRANJERO.

 
Un entidad promotora domiciliada en España recibe servicios de captación de clientes

de una entidad residente en Suiza, para la venta de los inmuebles que la primera promueve
en territorio español. La DGT entiende que, por aplicación del convenio respectivo, los
beneficios obtenidos sin que medie la apertura de un establecimiento permanente sólo se
gravan en el país de residencia de la empresa, en el caso de la prestataria de los servicios
de captación, en Suiza, resultando sujetos, aunque exentos, los pagos realizados por la
empresa española (la prestación de servicios ligados a actividades económicas realizadas
en España o referidas a bienes en territorio español se considera obtención de renta, y por
tanto, hecho imponible en el Impuesto sobre la Renta de los No Residentes). Y, precisamen-
te, por razón de la exención, no habrá lugar a la práctica de retenciones.
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RDGT 20 DE ABRIL DE 2.005.- ITP AJD.-
EXENCIONES. APORTACIÓN ONEROSA DE

BIENES A LA SOCIEDAD CONYUGAL.

 La DGT, en la línea de lo ya resuelto el 24 y 28 de enero de 2.003, recuerda que la
aportación lucrativa a la sociedad conyugal constituye una operación sujeta al ISD,  sin
que exista bonificación ninguna prevista, mientras que la aportación onerosa, ya sea con
contraprestación simultánea, o con nacimiento de un crédito contra la sociedad conyugal,
exigible al tiempo de la liquidación de la misma, queda sujeta al ITP, y exenta de todo pago,
por aplicación de los criterios jurisprudenciales, que finalmente ha tenido que asumir
también la Administración.

 

STS 8 DE FEBRERO DE 2.005.- GESTIÓN
TRIBUTARIA.- PRESCRIPCIÓN. CADUCIDAD

DE LAS EXENCIONES PROVISIONALES.
TRANSMISIÓN DE TERRENOS PARA VPO.

  En 1.988 se transmite un terreno para la construcción, según la propia escritura, de un
edificio de VPO, presentándose autoliquidación exenta, que no impidió que se girara la
correspondiente liquidación caucional, por ITP y por AJ, para el caso de no cumplirse los
requisitos para disfrutar de los beneficios fiscales. transcurridos 3 años, sin presentarse las
cédulas de calificación de las VPO, los órganos de inspección levantaron dos actas en
cuanto a la liquidación de los mencionados impuestos, y otras dos, por los respectivos
intereses de demora. TEAR y TEAC rechazan la alegación de haber prescrito el derecho
de la Administración a liquidar las deudas e intereses.

 
El TS confirma que no puede computarse el plazo de los tres años para la obtención de

las cédulas de calificación para los efectos de la prescripción, ya que dentro del mismo la
Administración no puede realizar actuación ninguna, o, en otros términos, «el ejercicio del
derecho liquidatorio no es obligatorio o no puede materializarse durante esos tres años»,
plazo que, en consecuencia, operaría como condición suspensiva para el inicio del
cómputo. Es decir, y en conclusión: el plazo de prescripción comienza a correr desde que
caduca la exención provisional, plazo durante el cual la Administración está impedida, por
Ley, para actuar (no existe aquí la dejación , inactividad o paralización voluntaria de
actuaciones que está en la base de la prescripción). Además, si el plazo de prescripción se
cuenta desde que finaliza el plazo de pago voluntario, la fecha inicial habrá de ser a los 30
días desde que se hayan cumplido los tres años de la transmisión
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 Del mismo modo, el dies a quo para liquidar los intereses de demora, que es la fecha de
vencimiento de la obligación tributaria principal, es la fecha de otorgamiento de la
escritura, no cuando han transcurrido los tres años. No es atendible la alegación del
interesado de resultar liquidables únicamente los intereses devengados durante los tres
años, no los posteriores, ya que todo retraso más allá de la caducidad de la exención sería
imputable a la Administración. Y no lo es porque los intereses de demora no son una
sanción, sino una compensación por el tiempo que la Hacienda se ha visto privada de unos
ingresos que le correspondía percibir.

 

RTEAC 13 DE JULIO DE 2.005.- GESTIÓN
TRIBUTARIA.- PROVIDENCIA DE APREMIO.

CUENTA CORRIENTE TRIBUTARIA. FECHA  A
TOMAR EN CONSIDERACIÓN PARA LA

ANOTACIÓN.

 Se giran sendas providencias de apremio para el reclamar el pago de unas
autoliquidaciones presentadas fuera de plazo. La entidad deudora, interpone recurso de
reposición alegando que el importe de dichas autoliquidaciones debe cargarse en la cuenta
corriente tributaria que tiene abierta, lo que rechaza el Jefe de la Unidad de Recaudación,
ya que según la normativa aplicable, en tales cuentas no se anotan las deudas tributarias
derivadas de declaraciones-liquidaciones presentadas fuera de plazo. Ahora se presenta
reclamación económico-administrativa, por entender que las autoliquidaciones que no se
pueden anotar son las presentadas fuera del plazo de determinación del saldo de la cuenta.

 
El TEAC, centrado el debate en la interpretación que haya que dar a la exclusión de la

anotación en la cuenta corriente tributaria de los créditos y deudas «que se deriven de
declaraciones-liquidaciones presentadas fuera de plazo» que establece el art. 4·4 del Real-
Decreto 1.108/1.999, considera que la fecha que debe tomarse en consideración es la de
vencimiento del plazo de declaración e ingreso de la deuda tributaria, no la de determina-
ción del saldo. No siendo, por tanto, susceptibles de anotación en cuenta, es correcto
proceder a la exigencia individualizada de tales deudas, mediante las correspondientes
providencias de apremio.
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STS 22 DE FEBRERO DE 2.005.-
PROCEDIMIENTO DE APREMIO.-

CERTIFICADO DE
DESCUBIERTO.PROVIDENCIA DE APREMIO.

INICIO DEL PROCEDIMIENTO.

 
Para el cobro de liquidaciones de ciertos tributos municipales se cursa la correspondien-

te providencia de apremio, que es recurrida en reposición, interesando la anulación del
recargo de apremio aplicado, por inexistencia de certificación de descubierto. Desestima-
do el recurso, se instó la vía judicial, declarándose en primera instancia haber lugar a tal
anulación, sobre la base, reconocida por la Administración, de no haberse remitido ni
notificado la certificación de descubierto.

 
En Casación en Interés de Ley el TS reitera la doctrina ya en otras ocasiones comentada

en esta revista: a día de hoy, la certificación de descubierto es un acto de trámite interno,
de contenido instrumental y técnico, de exigencia contable y de control, pero carece de
toda finalidad garantista para el contribuyente, no ha de ser notificado, ni apareja, per se
ejecución. Es la providencia de apremio la que, al identificar y cuantificar la deuda, dando
con ello inicio al procedimiento de ejecución, la que inexcusablemente tiene que ser
notificada.

 

STS 8 DE MARZO DE 2.005.- PROCEDIMIENTO
DE RECAUDACIÓN.- COMPENSACIÓN DE

DEUDAS Y CRÉDITOS. LIQUIDACIÓN
PROVISIONAL.

 La Junta General de una S.A. acuerda, en febrero de 1.982, una distribución de
beneficios con cargo a reservas de libre disposición, lo que comporta el consiguiente
rendimiento de capital mobiliario en IRPF para los socios, y la correspondiente retención,
que no es ingresada, por lo que, ya en 1.993, la AEAT acuerda compensar esa deuda, con
el crédito que tenía la indicada S.A. a su favor, por devolución del IVA a la exportación de
cinco meses de 1.992.

 
Interpuesto recurso, el TEAC resuelve en alzada a favor de la corrección de la compen-

sación, hasta igualar el importe debido por razón de las retenciones no practicadas. Se
plantea entonces recurso en vía contencioso-administrativa, que se estima sobre la base de
haberse dictado en 1.992, y por tanto, antes de adoptarse el acuerdo de compensación, auto
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declarando a la repetida S.A. en suspensión de pagos, y hallarse la autoliquidación de
retenciones a cuenta por rendimientos del capital mobiliario impugnada y en fase de
recurso de casación todavía pendiente de resolución.

 
El Juzgado de instancia parte de la necesidad, en el ámbito fiscal, de la existencia de una

acto firme de reconocimiento del crédito del sujeto pasivo frente a la Hacienda para que
pueda ser viable la compensación. En el caso existe un acuerdo de devolución del IVA
exportador, que según la normativa del impuesto entonces aplicable tendría la naturaleza
de liquidación provisional. Como tal, cabe la posibilidad de que se practique una liquida-
ción definitiva, dentro del plazo legal, sin perjuicio de existir ya una obligación de
proceder, de oficio, a la devolución. Pero en cualquier caso, aquella consideración de
liquidación provisional excluye, de todos modos, que pueda existir un acto
administrativo firme, necesario para la compensación. Por otro lado, si bien la norma no
dice nada al respecto, el órgano judicial considera evidente que no se puede compensar
una deuda que se encuentra en situación de pendencia y es, por tanto, incierta.

 En cuanto a la existencia de un procedimiento de suspensión de pagos, que ha de
superponerse a toda realización singular de créditos, a salvo el procedimiento de apremio,
conforme al art. 136 LGT, destaca el juzgador de instancia que, en el caso, no existen
abiertas actuaciones de procedimiento de apremio, ni, alternativamente, existe una espe-
cial afección de bienes que permita el ejercicio del derecho de abstención y realización
separada por créditos singularmente privilegiados. Pero, si todo ésto es cierto, también lo
es que en la masa acreedora no se computan las cantidades que el suspenso hubiera cobrado
por retenciones o repercusiones de tributos, que se entienden como depósito a favor de
Hacienda (art. 96·5 RD 1.684/1.990).

 
Presentado recurso por el Abogado del Estado, el TS falla teniendo en cuenta:
 1º.- que la suspensión de pagos ha de tener preferencia temporal sobre el procedimiento

de apremio, máximo cuando, como en este caso, ni siquiera existe éste;
2º.- que en ningún caso se pueden compensar deudas para con la Hacienda que no han

adquirido firmeza con créditos que no se han reconocido en acto administrativo firme.
 

SAN 12 DE SEPTIEMBRE DE 2.005.-
DEVOLUCIÓN DE INGRESOS INDEBIDOS.-

INTERESES DE DEMORA. DETERMINACIÓN
DE LAS ACTUACIONES QUE LOS PUEDEN

ORIGINAR.

 Las autoliquidaciones por el Impuesto de Sociedades de 1.995 y 1.996 de una entidad
arrojan cantidades a devolver al sujeto pasivo. Paralelamente, abiertas actuaciones de
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inspección a entidades pagadoras a la afortunada sociedad, y a ésta, como perceptora de
intereses explícitos. De unas y otras actas resulta que sí se ha practicado el ingreso a cuenta
de la retención definitiva, y la deducción del mismo importe en la cuota íntegra de la
entidad perceptora, y, en definitiva, una regularización que supone igualmente devolución
a favor de la sociedad, que ahora reclama intereses de demora por aquél y éste crédito.

 
La AN resuelve a favor de la procedencia del abono de intereses en el primer caso, pero

no en el segundo, ya que no ha mediado un ingreso previo del contribuyente a favor de la
Hacienda, sino una regularización a entidades vinculadas. Dado que, en este caso,
Hacienda no ha disfrutado en ningún momento de cantidades correspondientes a la
sociedad que ahora reclama los intereses, no procede su abono.

SABÍAS QUE.....

¿QUÉ ES LA IMPERIAL STATE CROWN? Realizada por encargo de la reina
Victoria de Inglaterra en 1838, la Imperial State Crown se utilizó en la corona-
ción de Eduardo VII, Jorge V, Jorge VI e Isabel II. Se trata de una magnífica pieza
de orfebrería que se adorna con más de 2800 diamantes -entre los que figura el
Star of Africa II, de 317 quilates- y el rubí conocido como Black Prince.

Se cree que el zafiro que adorna la cruz de Malta que corona la emblemática
joya perteneció al anillo con el que en el siglo XII fue sepultado Eduardo el
Confesor, en la abadía de Westminster

¿QUIÉN FUE LA MÁS ERRANTE? Triste destino el de Carlota de Sajonia,
efímera emperatriz de México. Hija del rey Leopoldo de Bélgica, en 1827 se
casó con el archiduque Maximiliano de Austria quien, en 1864, para satisfacer
las ambiciones coloniales de los monarcas europeos, fue designado emperador
de México. Ante la insurrección de sus nuevos súbditos, Carlota viajó a Europa
en busca de ayuda para su marido, pero de nada le valió.

Erró de corte en corte solicitando el socorro de aquellos que le habían
arrastrado a tan insólita aventura colonial, pero no encontró respuesta y
Maximiliano fue fusilado en Querétaro en 1867. Ella enloqueció y acabó sus
días recluida en el castillo de Bouchout, en las  inmediaciones de Bruselas. La
errante política europea arruinó la vida de la emperatriz errante.
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LÓGICA
LÓGICA

¿SON MENTIROSOS?
Andrés: Cuando yo digo la verdad, tú también
Pablo: Cuando yo miento, tu también.
¿Es posible que en esta ocasión uno mienta y el otro no?

LA SOLUCIÓN SALDRÁ EN EL NÚMERO DE JULIO

SOLUCIÓN AL  PROBLEMA  DE LA REVISTA 414

LOS TRES DADOS
1º) O-M-E-F-UV
2º) S-G-C-I-T-Y
3º) A-D-L-P-N-R



58 / LUNES CUATRO TREINTA / Nº 415

SECCIÓN HUMOR
HUMOR

RESPUESTAS RECOGIDAS EN EXAMENES.

(SE HA RESPETADO LA ORTOGRAFÍA ORIGINAL. LOS
COMENTARIOS ENTRE PARÉNTESIS SON LOS DE  LOS

PROFESORES)

RELIGIÓN

-Los cuatro Evangelistas: Eran 3: San Pedro Y San Pablo. (Si es que con la inflación, hasta
los evangelistas se quedan en ná)

-El día del Génesis estaba yo en mi casa. (¡Con dos c.....!. Éste es el mismísimo Dios)

-Jesucristo resucitó muchos enfermos. (Y curó a muchos muertos, supongo)

-Hay dos clases de curas: los que creen en Dios y los que no. (Es lo que tiene ésto de la
religión)

-La catedral de León: Fue construida por los romanos gracias a un arquitecto americano.
(Ésto es la ONU)

-Moisés: Los israelitas en el desierto se alimentaban de patriarcas. (Cuando hay hambre
no hay pan duro, dice el refrán)

-Mahoma: Nació en La Meca a los cinco años. (Si es que siempre fue muy maduro este
Mahoma..)

-El Papa Pío XII hizo mucho en la guerra del 14 pues casi todos los que mataban a la
puerta de su palacio morían en sus brazos  (Qué tierno, casi lloro y todo)



LUNES CUATRO TREINTA / Nº 415/ 59

-La soberbia: Es un apetito desordenado de comer y beber, que se corrige practicando
la lujuria. ( Vamos, que es tres pecados en uno, ¡tela!)

-Caín: Mató a Abel con una molleja de burro. (¿Habrá visto éste una molleja en su vida?)

-La Santísima Trinidad: Son el Padre, el Hijo y una Palomita que vive con ellos. (¿Quién
será la tal Palomita?)

-¿Qué es una Encíclica?: Es un buque de hierro que flota en el mar. (Ni una, macho. Es
que no has dado ni una)

-El sexto mandamiento: No fornicarás a tu padre y a tu madre. (Los curas, siempre
prohibiendo cosas, hay que ver...)

-¿Dónde fue bautizado Jesucristo?: En Río Janeiro. (No sabía nada Jesucristo, vas a
comparar Brasil con el puñetero desierto...)

-Hipócritas son los que, cuando dan una limosna, se ponen a tocar la trompeta. (Desde
luego, hay respuestas de un surrealismo profundo...)

-El origen del protestantismo proviene de que un rey inglés se casó demasiado. (Si es que
ésto del matrimonio no puede ser bueno)

-Para fundar la Iglesia Cristo buscó a un pescador y le preguntó: «¿tú eres Pedro o
Piedra?» (Sí, y se pusieron a jugar a “Piedra, Papel o Tijera”, supongo)

-San Juan Bautista se alimentaba en el desierto de miel y gambas. (Congeladas, supongo,
¿no te digo?. O a lo mejor era el creador de la nueva cocina)

-El Papa es el «boticario» de Cristo en la tierra. (Y el Vaticano la farmacia, tú)

GEOLOGÍA / GEOGRAFÍA

-Formación de las cordilleras: Las montañas no se forman en uno o dos días, tardan
mucho tiempo en formarse. (Mayormente)

-La atmósfera: Es el sitio donde se encuentran los procesos atmosféricos como las nubes.
En esta parte se producen los rayos sísmicos, que son aquellos que producen los terremotos
y el temblamiento de tierra.  (Jesús, el lío que hay en la atmósfera, y nosotros sin enterarnos)

-Glaciares: Pueden ser por erosión y por defunción. (Para defunción, la tuya cuando veas
las notas, macho)

R
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-Volcanes: En Mallorca está el Teide. El agua de mar se solidifica y sale por el cráter. (Es
el famosísimo “Volcán Helado”, que además se ha cambiado de isla, mira tú por donde)

-Productos volcánicos: Las bombas atómicas. (Si, lo de Hiroshima fue un volcán, ya lo
sabíamos)

-Fases de la luna: Luna llena, luna nueva y menos cuarto. (Te falta “y cuarto”, que debe
ser la fase contraria a menos cuarto)

-El principal lago de Asia es el Titicaca, que está en América. (No, si va a resultar que
los lagos, como los vascos, están donde les da la gana)

-Países que forman el Benelux: Bélgica, Luxemburgo y Neardenthal. (Siempre han sido
un poco primitivos estos del Benelux)

-Cómo se llaman los habitantes de Ceuta: Centauros. (¿Pero no era “cenutrios”? Ah, no,
cenutrio eres tú, ti@)

-¿Qué río pasa por Viena?: El Vesubio Azul. (Mira tú que bien, ¡un volcán navegable!)

-En Holanda: De cada cuatro habitantes, uno es vaca. (Va a ser que los holandeses se han
adelantado a ZP, y las vacas ya son personas, como los monos)

-Afluentes del Duero por la derecha: Son los mismos que por la izquierda. (Di que sí, tío,
¿para qué vamos a calentarnos la cabeza?)

-Ecosistemas: La tundra y la gaita. (¿Gallega o escocesa?)

-En África del sur, de cada 10 negros 1 es blanco. (Es que hay algunos negros rarros,
rarros, rarros)

-Brisa del mar: Es una brisa húmeda y seca. (Supongo que será cálida y fresca también)

-Glaciar alpino: Se llama así porque arrastra muchos pinos. (¡Al rico pinoooooo!)

-Terremotos: Son movimientos bruscos que se tragan a las personas. (Bonita y científica
definición, sí señor)

-Hay un río en Asia que no sale al mar, pero sí sus afluentes. (Le dará vergüenza salir,
y mandará a los afluentes por delante para tantear el terreno)

-Podemos ir a América del Sur sin miedo, porque allí se habla español. (Vamos, que si
me secuestra la guerrilla colombiana voy a estar tranquilísimo, porque los tíos me
entienden...)
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ANATOMÍA / FISIOLOGÍA

-Los movimientos del corazón: De rotación alrededor de sí mismo y de traslación
alrededor del cuerpo. (Sin comentarios. )

 -El corazón siempre está en movimiento, sólo está parado en los cadáberes. (Va a ser que
sí, majete)

-Esqueleto de la pantorrilla: Esta formado por el hueso mas largo del cuerpo, que es el
femur que va desde el omoplato hasta la rotula. (¡Pedazo hueso, macho!. )

-El cerebro: Las ideas, después de hablar se van al cerebro. (Pues no deja de tener razón
éste)

-Estimulantes del sistema nervioso: El café, el tabaco y las mujeres. (Te dejas el cubatita
y la rayita, macho...)

-Partes del tronco: Ombligo, cintura y tetilla.(¿Sólo una tetilla?)

-Arterias: Son unos tubitos de plástico flexibles.(No, si cada día somos más sintéticos)

-La piel: Es un vestido sin el cual no resistiríamos los porrazos; además, es un muro de
contención para que no se nos salgan las carnes. (Otro poeta)

-El oído interno: Consta de utrículo y dráculo. (¿Cooooomoooorlll?)

-El cerebelo: Es el fruto del cerebro. (Y el cerebro es una planta que se cultiva en la
huerta, supongo)

-Para la vacunación hay que poner microbios atontados, porque si los ponemos vivos,
pues va ese señor y la palma. (Atontado es sinónimo de muerto, por lo que se ve)

-Por un paro cardíaco puede producirse una «linotipia». (¿Mandeeeee?)

-La mujer tiene más inmunidad que el hombre porque es más bruta.
(¿Qué entenderá éste por inmunidad?)

MATEMÁTICA

-El círculo: Es una línea pegada por los dos extremos formando un redondel. (Pura
ciencia)
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-Si es primo el número 23: Para mí que este número es primo porque no hay ningún
número que dividido por este número que es 23 nos de exacto. Si usted ve que esta mal lo
corrija. . (Gracias por la autorización, majete)

-Área del triángulo: Es igual a la cuarta parte de la mitad de su lado por la semisuma de
la raíz cuadrada de tres. (¡En qué jardín te has metido, macho)

-Polígono: Hombre con muchas mujeres. (Di que sí, tío: el hexágono, con seis, el
octógono, con ocho, y así sucesivamente)

-¿Qué es la hipotenusa?: Lo que está entre los dos paletos. (Una paletada, vamos)

-Trabajo y energía: Trabajo es si agarramos una silla y la ponemos en otro sitio, energía
es cuando la silla se levanta sola.  (Energía es sinónimo de magia, al parecer)

-El voltio: Fue inventado por Voltaire. (Y el julio por Julio César, ¿no?

-¿Quién inventó el pararrayos?: Frankenstein. (Que, como todo el mundo sabe, se puso
así de feo porque le cayó un rayo...)

BIOLOGÍA

-Las razas de vacas son dos: las suizas y las pasteurizadas. (Se te han olvidado las
semidesnatadas y las Omega-3)

-Primera ley de Mendel: Mendel era un hombre que durante toda su vida se dedico al
cruce de las plantas. De sus experiencias hizo un libro pero lo publican en una encuader-
nación mala y la gente no se entero. Después de Mendel dos personas descubrieron lo
mismo que el sin saberlo y vieron que habían perdido el tiempo inútilmente. (Lo que somos
capaces de escribir cuando no tenemos ni idea para no dejar el papel en blanco...)

-Depuración del agua: Se hace por los rayos ultraviolentos. (Estos rayos ¿son de los
Ultra Sur? ¿O de los Boixos Nois?)

-Entre los crustáceos hay muchos venenosos, como el escorpión, el lagarto, las gambas,
el cangrejos y los «amejillones». (Sí, delicioso el salpicón de escorpiones. Y los
“amejillones” deben ser letales, digo yo)

- El diamante es una piedra preciosa muy apreciada en las «jollerías»; si se moja en
gasolina y se le echa una cerilla, arde. (¡Otro surrealista!)

-¿Qué significa leucocito?: Como su nombre indica leu significa animal, y cocito,
pequeño. (Pues desde luego, eres un “leu” como la copa de un pino, tío)
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-Ejemplo de parásito interno: Las vísceras. (Sí, ¡lo que parasitan las cabronas!)

-Ejemplos de hematóceros (mosquitos): El «buo», el «búo» real y el mochuelo. (Gran-
decitos sí son estos mosquitos)

-¿Conoces algún vegetal sin flores?: Conozco. (Usted perdone, señor alumno. Espero no
se haya molestado el caballero o dama)

-Fósiles:
a) Son unos señores muy antiguos (Pero antiguos que te cagas)
b).Son animales que se extraen de los grandes museos. (Claro, debieron ponerlos allí

hace millones de años)

-Minerales: Son animales sin vida. (O sea, “Cadaberes” que decía el otro)

-Antibióticos: El alcohol, el algodón y agua oxigenada. (Ya lo decía Mister Proper: el
algodón no engaña...)

-¿Derivados de la leche?:
a) La vaca. (¿será la suiza o la pasteurizada?)
b) El arroz con leche. (Sí, y el café con leche,  el té con leche, y la leche que te dieron,

maj@)

-Las algas: Son animales con caracteres de vegetales. (Cuidadito, que Zapatero por
menos de nada las hace personas también)

-Aves prensoras: Son las aves que viven en las «prensas», sitios donde hay mucho agua.
Tienen bonitos coloridos, como el cuervo. (Sí, el cuervo tiene un colorido ideal de la
muerte, de toda la vida)

-Ejemplo de gallinácea que no sea la gallina: El pollo.(Te has quedado calvo de pensar,
majo)

Animales suptores: Son los que chupan, como el elefante. (No veas lo que tiene que
chupar con esa trompa. De película porno, vamos)

-Marsupiales: Los animales que llevan las tetas en una bolsa. (Muy prácticos que son
esos marsupiales)

-Moluscos: Son esos animales que se ven en los bares, por ejemplo el cangrejo. (Y el
camarero, y la tapita de morcilla...)

-Un gusano que no sea la lombriz de tierra: La lombriz de mar. (¡Ole tus coj....!)
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-Monotremas: Son mamíferos de forma humana, y son los monos. (¡ZAPATERO! ¡ESTE
EXAMEN ES DE ZAPATEROOOOO!)

-Reptiles: Son animales que se disuelven en el agua. Un reptil peligroso de España es el
cocodrilo. (El ejemplo más conocido de reptil es el jabón “LAGARTO”, que se disuelve que
no veas)

-Ejemplo de reptil: La serpiente «Putón». (Si es que ya no queda decencia ni en los
reptiles)

-Calamar: Se llama así porque cala los mares. (A ti sí que te han calao ya, majete)

-Peces: El caviar se hace con huevos de centurión. (Obviamente, lo inventaron los
romanos, o más bien los enemigos de los romanos)

-Insectos: Son una especie de aves pequeñísimas. (Pero pequeñas, pequeñas, tú)

-Animales polares: Son la Osa mayor y la Osa menor. (¿Y dónde te dejas la Estrella
Polar?)

-Insectos: El paludismo es producido por la mosca «SS». (Estos nazis no hicieron nada
bueno, desde luego.)

-Anfibios: La rana tiene una hendidura cloacal, por la cual lanza el típico sonido «cloac,
cloac» (Lo has clavao, majo)

-Anfibios: De los huevos de rana salen unas larvas llamadas cachalotes. (Pedazo de
larvas...)

HISTORIA

-El hombre primitivo: Se vestía de pieles y se refugiaba en las tabernas. (No hemos
avanzado nada, seguimos haciendo lo mismo)

-Napoleón: Está enterrado en «Los Paralíticos», en París. (Es igual, pero distinto, quiero
decir parecido...)

-¿Quién fue Aníbal?: Fue un jefe cartilaginoso. (¡Como las orejas, mira tú!)

-La conquista de México: Fue realizada por dos extremeños: Menéndez y Pelayo. (Yo
pensaba que habían sido otros dos: Hernán y Cortés...O a lo mejor fueron tres: un Vasco,
Núñez y Balboa...)
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-El alcalde de Móstoles declaró la guerra a Napoleón, le persiguió hasta Bailén y allí le
derrotó. (¡Con dos cojones el alcalde! Él solo contra Napoleón...Ya no quedan españoles
así)

-Marco Polo: Fue un descubridor cartagines que pretendía descubrir America; que lo
consiguió. (Sin palabras me he quedao, macho)

-Felipe II: Nació por poderes en Valladolid. (Sin palabras)

-Quevedo: Era cojo, pero de un solo pie. (Excelente aclaración)

-Hitler quiso pasar a África por España, pero Franco, asustándole, no le dejó. (si es que
era de feo el cabronazo....)

-Con el Movimiento Nacional Franco consiguió que los españoles dejaran de
moverse.(Vamos, que los dejó 40 años paralizados)

-A la juventud hitleriana la preparaban tan bien que al cabo de un año eran capaces de
matar a su madre. (Ríete tú de los masters en Estados Unidos)

-Egipto era un pueblo sin cultura, pero tenía sus cualidades: era un pueblo sin religión.
(¿Tendrían alguna cosa los egipcios?)

-En la Guerra de Independencia los españoles avanzaban retrocediendo, lo que descon-
certaba mucho a los franceses. (No me extraña, a los franceses y a cualquiera)

-Los egipcios metían a los muertos en garrafas. (Vaya, los inventores del “garrafón”. No
tendrían cultura ni religión pero inventaron el botellón, mira tú por dónde)

-Moisés recorrió el desierto como mariscal de Rommel. (O sea, que superó a Matusalén,
porque los cuatro o cinco mil años no se los quita nadie)

-Aristóteles de tanto pensar inventó la filosofía. (No hay como calentarse la cabeza, tú)

-El anarquismo: Es una ideología racional y astringente. (Sí, en la CNT tienen graves
problemas de estreñimiento)

-Los marginados: Viven en la calle, no tienen dinero y no poseen priviligios como es
ovio (Ovio, ovio. Por no poseer, ni ortografía poseen)

-La nobleza:
a)No podían ser de ella si no tenían sangre y no eran de familia de ese grupo. (Claro, si

no tenían sangre mal iba la cosa)
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b)En las tierras del noble se uvicaba la casa del señor, el molino, la tostadora del pan, etc.
(Eso, todos a hacerse la tostadita al castillo del señor...)

- Enseñar a dialogar a los españoles es como enseñar a andar a un niño. (Éste es un
optimista o un cursi tipo ZP)

ARTE

-Barroco: Estilo de casas hechas de barro. (Y el románico será el estilo de casas hechas
de romanos, digo yo)

-Determinar la medida de un verso: Escrito en el pizarrón unos centímetros, en el papel
mas o menos una cuarta (lo digo aproximadamente porque no he traído la regla). (IM-
PREZIONANTE)

-El arte griego: Hacían botijos. (A ésto se le llama sintetizar)

LINGÜÍSTICA

-Alfarero: El que tiene un farol. (Ese será más bien un jugador de mus o póker)

-Traducción al francés de la siguiente frase:  «Cierra la ventana que hace frío.»,: «Fermé
la fênetre pur que l´ aire no penetre».

-Pediatra: Médico de pies. (Y ginecólogo, médico de jinetes, y radiólogo, el médico de
las radios..)

-El epitafio es un poema corto y festivo. (Sobre todo cuando se pone en la lápida de la
suegra, imagino)
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RESEÑA LEGISLATIVA
LEGISLACIÓN

RESEÑA LEGISLATIVA
 (BOE del 01 al 30 de JUNIO de 2006 )

DISPOSICIONES ESTATALES

DISPOSICIONES AUTONÓMICAS

EMPLEO

REAL DECRETO-LEY 5/2006, de 9 de
junio (BOE 14/06), para la mejora del creci-
miento y del empleo.

TRÁFICO

REAL DECRETO 711/2006, de 9 de junio
(BOE 21/06), por el que se modifican determi-
nados reales decretos relativos a la inspección
técnica de vehículos (ITV) y a la homologación
de vehículos, sus partes y piezas, y se modifica,

asimismo, el Reglamento General de Vehículos,
aprobado por Real Decreto 2822/1998, de 23 de
diciembre.

JUECES

LEY ORGÁNICA 5/2006, de 5 de junio
(BOE 6/06), complementaria de la Ley para la
eficacia en la Unión Europea de las resoluciones
de embargo y de aseguramiento de pruebas en
procedimientos penales, por la que se modifica la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial.

MURCIA – URBANISMO

LEY 8/2005, de 14 de diciembre (BOE 5/
06), para la calidad de la edificación.

MURCIA - TRIBUTOS

LEY 9/2005, de 29 de diciembre (BOE 6/
06), de medidas tributarias en materia de tribu-
tos cedidos y tributos propios año 2006.

MURCIA – PRESUPUESTOS

LEY 10/2005, de 29 de diciembre (BOE 7/
06), de Presupuestos Generales de la Comuni-
dad Autónoma de la Región de Murcia para el
ejercicio 2006.

ANDALUCÍA – VIVIENDA Y
SUELO

LEY 1/2006, de 16 de mayo (BOE 12/06),
de modificación de la Ley 7/2002, de 17 de

diciembre, de Ordenación Urbanística de Anda-
lucía, de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de
Comercio Interior de Andalucía y de la Ley 13/
2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la
Vivienda Protegida y el Suelo.

COMUNIDAD VALENCIANA –
VIVIENDA. REHABILITACIÓN

DECRETO 81/2006, de 9 de junio (DOGV
13/06), del Consell, de desarrollo de las medidas
y ayudas financieras a la rehabilitación de edifi-
cios y viviendas en la Comunitat Valenciana en
el marco del Plan Estatal 2005-2008 y del Pro-
grama Restauro de la Generalitat.

CATALUÑA – CÓDIGO CIVIL

LEY 5/2006, de 10 de mayo (BOE 22/06),
del Libro Quinto del Código Civil de Cataluña,
relativo a los derechos reles.
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